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1.1 TEXTOS APROBADOS 

1.1.1 LEYES Y OTRAS NORMAS 

1.1.1.1 Leyes 

7-04/PL-000002, Ley de creación del Colegio Pro-
fesional de Educadores Sociales de Andalucía 

 

Aprobada por el Pleno del Parlamento en sesión celebrada los 
días 18 y 19 de mayo de 2005 
Orden de publicación de 23 de mayo de 2005 

LEY DE CREACIÓN DEL COLEGIO PROFESIONAL DE 
EDUCADORES SOCIALES DE ANDALUCÍA 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

La educación social es una profesión que surge para dar res-
puesta a nuevas necesidades sociales, educativas, culturales y lú-
dicas, cada vez más frecuentes en nuestra sociedad, cuyos ámbi-
tos de actuación son la educación no formal, en la que los 
profesionales intervienen para procurar una correcta vida comu-
nitaria y facilitar los procesos de socialización de colectivos mar-
ginados, la educación de adultos, incluidos los de la tercera edad, 
la inserción social de personas desadaptadas y minusválidos y la 
acción socioeducativa. 

El progresivo reconocimiento social de la profesión, junto a la 
profesionalización y especialización del sector, llevó a la Adminis-
tración educativa a establecer, mediante Real Decreto 1420/1991, 
de 30 de agosto, el título universitario oficial de Diplomado en 
Educación Social, así como las directrices generales propias de los 
planes de estudios conducentes a su obtención, enseñanzas que, 
en Andalucía, se imparten en la actualidad en diversas Universi-
dades de su territorio, así como también desde la Universidad Na-
cional de Educación a Distancia. 

La importancia creciente de esta profesión, su desarrollo y evo-
lución, ha propiciado que la sociedad andaluza cuente en la ac-
tualidad con numerosos profesionales en este campo, habiéndose 
puesto de manifiesto por los mismos –a través de la Asociación 
Profesional de Educadores Sociales de Andalucía– la necesidad de 
contar con una organización colegial en Andalucía que, por un la-
do, tutele y proteja los intereses generales de la población, garan-
tizando la adecuada prestación de los servicios profesionales, y, 
por otro, sea instrumento de defensa y mejora de los propios inte-
reses profesionales. 

La función que en la sociedad realizan los educadores sociales, 
la protección de los intereses generales de la población que de-
manda una mayor calidad de vida con fundamento en el efectivo 
cumplimiento del derecho a la educación, constitucionalmente 
protegido, son los soportes para la ordenación de la profesión y su 
control deontológico, constituyendo razones de interés público 
que avalan la creación del Colegio Profesional de Educadores So-
ciales en Andalucía. 

La presente Ley se dicta en virtud de la competencia exclusiva 
que sobre colegios profesionales y ejercicio de las profesiones titu-
ladas atribuye a esta Comunidad Autónoma el artículo 13.24 del 
Estatuto de Autonomía, sin perjuicio de lo dispuesto en los artícu-
los 36 y 139 de la Constitución, habiéndose cumplido, por otra 
parte, con el requisito que establece el apartado 1 del artículo 10 
de la Ley 10/2003, de 6 de noviembre, reguladora de los Colegios 
Profesionales de Andalucía. 

Artículo 1. Creación. 

Se crea el Colegio Profesional de Educadores Sociales de An-
dalucía como corporación de Derecho público, que adquirirá 
personalidad jurídica propia y plena capacidad de obrar para el 
cumplimiento de sus fines cuando se constituyan sus órganos 
de gobierno. 

Artículo 2. Ámbito territorial. 

El ámbito territorial de actuación del Colegio Profesional es el 
de Andalucía. 
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Artículo 3. Ámbito personal. 

Podrán integrarse en el Colegio Profesional de Educadores So-
ciales de Andalucía los profesionales que se encuentren en pose-
sión del título universitario oficial de Diplomado en Educación 
Social establecido por el Real Decreto 1420/1991, de 30 de agosto, 
o de los títulos, nacionales o extranjeros, declarados equivalentes 
u homologados por la autoridad competente, sin perjuicio de lo 
que resulte de la aplicación de la normativa de la Unión Europea. 

Artículo 4. Obligatoriedad de la colegiación. 

Para el ejercicio de la profesión de Educador Social en Andalu-
cía será requisito indispensable la incorporación al Colegio Profe-
sional de Educadores Sociales de Andalucía, sin perjuicio del res-
peto al principio de colegiación única establecido en la normativa 
básica estatal en materia de colegios profesionales, así como de lo 
dispuesto en el artículo 4 de la Ley 10/2003, de 6 de noviembre, 
reguladora de los Colegios Profesionales de Andalucía, y de la 
aplicación de la normativa de la Unión Europea. 

Artículo 5. Relaciones con las Administraciones Públicas. 

El Colegio Profesional de Educadores Sociales de Andalucía se 
relacionará con la Consejería de la Junta de Andalucía competente 
en materia de colegios profesionales en lo referente a los aspectos 
institucionales y corporativos y, en lo relativo a los contenidos 
propios de la profesión, con las Consejerías de la Junta de Andalu-
cía y con los órganos de otras Administraciones Públicas cuyas 
respectivas competencias incidan en el campo de la educación 
social. 

Disposición adicional única. Funciones de Consejo Andaluz 
de Colegios Profesionales. 

El Colegio Profesional de Educadores Sociales de Andalucía 
asumirá, cuando proceda, las funciones que la Ley 6/1995, de 29 
de diciembre, establece para los Consejos Andaluces de Colegios 
Profesionales. 

Disposición transitoria primera. Elaboración de las normas 
reguladoras del periodo constituyente del Colegio Profesional. 

1. El titular de la Consejería de Justicia y Administración Públi-
ca designará una Comisión Gestora integrada por representantes 
de la Asociación Profesional de Educadores Sociales de Andalucía 

y por representantes de los Diplomados universitarios en Educa-
ción Social de Andalucía. 

2. La Comisión Gestora, en el plazo de seis meses, elaborará 
los Estatutos provisionales del Colegio Profesional de Educadores 
Sociales de Andalucía, que regularán, necesariamente, el proce-
dimiento de convocatoria de la Asamblea constituyente del Colegio 
Profesional, su funcionamiento, los requisitos para la adquisición 
de la condición de colegiado, que permitirá participar en dicha 
Asamblea, así como la constitución de los órganos de gobierno del 
Colegio Profesional. 

3. La Comisión Gestora elaborará el censo de profesionales 
que reúnen los requisitos de titulación establecidos en el artículo 3 
de esta Ley, así como de aquellos que se encuentren en alguno de 
los supuestos regulados en su disposición transitoria cuarta, cons-
tituyéndose, para ello, en Comisión de Habilitación a los efectos 
de resolver las solicitudes de colegiación. 

4. Los Estatutos provisionales del Colegio Profesional serán 
remitidos a la Consejería de Justicia y Administración Pública, pa-
ra su aprobación y publicación en el Boletín Oficial de la Junta 
de Andalucía. 

5. La Asamblea constituyente del Colegio Profesional deberá 
ser convocada en el plazo de cuatro meses, contados a partir de la 
aprobación de los Estatutos provisionales. 

6. La convocatoria de la Asamblea constituyente del Colegio 
Profesional se publicará en el Boletín Oficial de la Junta de An-
dalucía y, al menos, en dos de los periódicos de mayor difusión 
en Andalucía, con una antelación mínima de dos meses respecto 
de la fecha de su celebración. 

Disposición transitoria segunda. Funciones de la Asamblea 
constituyente. 

La Asamblea constituyente del Colegio Profesional de Educado-
res Sociales de Andalucía deberá pronunciarse sobre la gestión 
realizada por la Comisión Gestora, aprobar los Estatutos definiti-
vos del Colegio Profesional y proceder a la elección de las perso-
nas que ocuparán los cargos correspondientes en los órganos de 
gobierno colegiales. 

Disposición transitoria tercera. Aprobación de los Estatutos 
por la Administración. 

Los Estatutos, una vez aprobados por la Asamblea constituyen-
te del Colegio Profesional, junto con el acta certificada, serán re-
mitidos a la Consejería de Justicia y Administración Pública para 
la verificación de su legalidad, inscripción en los correspondientes 
Registros en materia de Colegios Profesionales, y publicación en el 
Boletín Oficial de la Junta de Andalucía. 
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Disposición transitoria cuarta. Integración de otros profesio-
nales. 

1. Podrán integrarse en el Colegio Profesional de Educadores 
Sociales de Andalucía, si solicitan su habilitación en el plazo de 
los dos años siguientes a la entrada en vigor de la presente Ley, 
los profesionales que trabajen en el campo de la educación social, 
estén comprendidos en alguno de los siguientes supuestos y lo 
acrediten fehacientemente: 

a) Los profesionales que hayan cursado estudios específicos 
en el campo de la educación social, con una duración míni-
ma de tres años académicos iniciados con anterioridad al cur-
so 2001-2002, y que acrediten tres años de dedicación exclusiva 
en tareas propias de la educación social dentro de los diez años 
anteriores a la entrada en vigor de esta Ley. 

b) Los profesionales que, habiendo iniciado estudios con ante-
rioridad al curso 2001-2002, estén en posesión de cualquier titu-
lación universitaria de licenciado o diplomado, y que acrediten 
tres años de dedicación exclusiva en tareas propias de la educa-
ción social dentro de los diez años anteriores a la entrada en vigor 
de esta Ley. 

c) Los profesionales que acrediten capacidad profesional prác-
tica y ocho años de ejercicio profesional con dedicación plena o 
principal en tareas propias de la educación social dentro de los 
veinte años anteriores a la entrada en vigor de esta Ley. 

2. La Comisión de Habilitación a la que se refiere el apartado 3 
de la disposición transitoria primera de esta Ley o, en su caso, el 
órgano colegial que se designe en los Estatutos, deberán verificar 
si los profesionales que, de acuerdo con lo establecido en el apar-
tado 1 de la presente disposición transitoria, soliciten su incorpo-
ración al Colegio, reúnen los requisitos establecidos en el mismo. 

Disposición final primera. Desarrollo de la Ley. 

Se faculta al Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía para 
dictar cuantas disposiciones sean precisas para el desarrollo y eje-
cución de lo previsto en esta Ley. 

Disposición final segunda. Entrada en vigor. 

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publi-
cación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía. 

 

7-04/PL-000003, Ley de Fundaciones de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía 

 

Aprobada por el Pleno del Parlamento en sesión celebrada los 
días 18 y 19 de mayo de 2005 
Orden de publicación de 23 de mayo de 2005 

LEY DE FUNDACIONES DE LA COMUNIDAD  
AUTÓNOMA DE ANDALUCÍA 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

I 

La Constitución Española, en su artículo 34.1, reconoce el 
derecho de fundación para fines de interés general, con arreglo 
a la ley. Por otra parte, en su artículo 53.1, nuestra Carta Magna 
señala que sólo por ley, que en todo caso deberá respetar su 
contenido esencial, podrá regularse el ejercicio de los derechos 
y libertades reconocidos en el Capítulo segundo de su Título 
Primero, entre los que se encuentra, precisamente, el derecho de 
fundación. 

Tras la Constitución, y antes de citar la norma legal que regula 
específicamente la figura de las fundaciones, es de rigor mencio-
nar otra norma que contiene preceptos de aplicación general, que 
no son exclusivos de la considerada figura, pero sí aplicables a la 
misma. 

Así, el Código Civil menciona en algunos de sus preceptos a las 
fundaciones, en aspectos tales como la nacionalidad (artículo 28), 
personalidad jurídica (artículo 35), regulación de la capacidad civil 
(artículos 37 y 38), extinción y destino de sus bienes (artículo 39), 
domicilio (artículo 41) y actuación en la aceptación o repudiación 
de herencias (artículo 993). 

El Código Civil, por tanto, regula las fundaciones desde su 
perspectiva de persona jurídica, al igual que se hace en el Dere-
cho comparado europeo en general. Regula así el nacimiento y 
extinción de las mismas. La naturaleza dual del derecho de fun-
dación, con aspectos tanto públicos como privados, hace que es-
temos ante unas entidades jurídicas de derecho privado, pero 
destinadas a la consecución de un interés general o público, 
cual es la satisfacción de determinadas necesidades, que bien 
pudieran ser de carácter docente, artístico, benéfico, laboral, 
asistencial, cultural y similares. Esto las convierte en colabora-
doras de los poderes públicos en el ejercicio de sus actividades 
de interés general. 
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Consecuencia obligada de lo anterior es el sometimiento de 
las fundaciones a la tutela y protección de los poderes públicos, 
precisamente como garantía de cumplimiento de la voluntad 
fundacional, plasmada en una finalidad de interés general. Es 
por esto por lo que la normativa que las regule en su conjunto 
deba ser, no únicamente de carácter civil, sino también de ca-
rácter administrativo. 

Así es como se llegó a la aprobación por el Estado de la 
Ley 30/1994, de 24 de noviembre, de Fundaciones y de incenti-
vos fiscales a la participación privada en actividades de interés 
general. Esta Ley ha sido derogada, casi en su totalidad, por otras 
dos: la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las 
entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mece-
nazgo, y la Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de Fundaciones. Es-
ta segunda Ley, en su disposición final primera, establece que di-
versos de sus preceptos son de aplicación general, al amparo del 
artículo 149.1 de la Constitución, reglas 1ª, 6ª y 8ª, siendo el resto 
de sus preceptos de aplicación a las fundaciones de competencia 
estatal. 

II 

Por otra parte, el Estatuto de Autonomía para Andalucía esta-
blece en su artículo 13.25 que la Comunidad Autónoma de An-
dalucía tiene competencia exclusiva en materia de fundaciones 
y asociaciones de carácter docente, cultural, artístico, benéfico-
asistencial y similares, que desarrollen principalmente sus fun-
ciones en Andalucía. Asimismo, según el artículo 41.2 del propio 
Estatuto, en el ejercicio de las competencias exclusivas de Andalu-
cía corresponden al Parlamento la potestad legislativa y al Consejo 
de Gobierno la potestad reglamentaria y la función ejecutiva. 

En el ejercicio de sus competencias, hasta el momento ac-
tual, la Comunidad Autónoma de Andalucía no había aprobado 
norma alguna que, de manera integral, regulase las fundaciones 
que desarrollen principalmente sus funciones en Andalucía. Sin 
embargo, sí ha efectuado una regulación parcial en distintas 
normas sectoriales que, de una forma u otra, afectan, aún de 
forma tangencial, a esta institución. 

Así, por Decreto 89/1985, de 2 de mayo, se creó el Registro de 
Fundaciones Privadas de carácter Cultural y Artístico, Asociaciones 
y Entidades análogas, y por Orden de 3 de julio de 1985, del Con-
sejero de Cultura, se reguló su funcionamiento. 

Por otra parte, la Ley 2/1988, de 4 de abril, de Servicios So-
ciales de Andalucía, establece en su artículo 17.10 que corres-
ponde a la Administración autonómica el ejercicio del protecto-
rado sobre las fundaciones de carácter social en el ámbito de 
competencia de dicha Ley. 

La Ley 8/1997, de 23 de diciembre, introdujo en la Ley 5/1983, 
de 19 de julio, General de la Hacienda Pública de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía, un nuevo artículo 6 bis, en el que se 
regula el régimen económico de las fundaciones en las que sea 
mayoritaria la representación, directa o indirecta, de la Adminis-
tración de la Junta de Andalucía, y se establece que para su crea-
ción y extinción, así como para la adquisición o pérdida de la 
representación mayoritaria, se requerirá autorización del Conse-
jo de Gobierno. El artículo 106 de esta misma Ley 5/1983, in-
troducido por la Ley 7/1996, de 31 de julio, establece que las 
fundaciones bajo protectorado de la Administración de la Junta 
de Andalucía podrán ser consideradas entidades colaboradoras 
en la gestión de las subvenciones o ayudas. 

Más recientemente, la Ley 12/1999, de 15 de diciembre, del 
Turismo, establece en su artículo 34.1 e) que las asociaciones, 
fundaciones y entes cuya finalidad esencial sea el fomento del 
turismo se inscribirán en el Registro de Turismo de Andalucía. 

De mayor importancia en la materia sería la Ley 15/1999, 
de 16 de diciembre, de Cajas de Ahorros de Andalucía. Según 
su artículo 2, las Cajas de Ahorro domiciliadas en Andalucía, con 
o sin Monte de Piedad, son entidades de crédito de naturaleza 
fundacional y de carácter social, sin ánimo de lucro, que orientan 
su actividad a la consecución de fines de interés público. Además, 
en cuanto a su régimen jurídico, se les aplicará, con carácter su-
pletorio y en lo que proceda, la normativa propia de las fundacio-
nes. Esta Ley crea, en su Título III, el Registro de Cajas de Ahorros 
de Andalucía, adscrito a la Consejería de Economía y Hacienda, el 
cual consta de tres secciones, inscribiéndose en la tercera de ellas 
las fundaciones de las Cajas de Ahorros con domicilio social en 
Andalucía, que gestionen total o parcialmente la obra social. Lo 
cual no es obstáculo para su inscripción en el Registro de Funda-
ciones de Andalucía, previsto en esta Ley. 

En este sentido, y para concluir la exposición de la normativa 
esencial que, en materia de fundaciones, ha dictado la Comuni-
dad Autónoma de Andalucía, debe recordarse también que por 
Decreto 279/2003, de 7 de octubre, se crea el Registro de Funda-
ciones de Andalucía y se aprueba su reglamento de organización y 
funcionamiento. 

III 

Con todo lo anterior, y dada la importancia que tiene en la 
vida social el ejercicio del derecho de fundación del artículo 34 
de la Constitución, considera oportuno el legislador andaluz pro-
ceder a la aprobación de una Ley propia de la Comunidad Autó-
noma en la materia, en consonancia con lo que ya han realiza-
do algunas Comunidades Autónomas de nuestro Estado. 
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Es, por tanto, una de las pretensiones de la presente Ley do-
tar a la Comunidad Autónoma de Andalucía de una normativa 
propia que responda a la realidad sociológica actual y demandas 
existentes. Otro de sus objetivos, dado el dinamismo y vitalidad 
de la sociedad civil andaluza, es ofrecer un marco regulador, 
inspirado fundamentalmente en la libertad, desde una perspec-
tiva de protección, promoción y estímulo de estas instituciones 
no lucrativas reconocidas constitucionalmente. 

Con estricto respeto al marco constitucional, estatutario y legal 
anteriormente reseñado, la presente Ley pretende regular las fun-
daciones de competencia de la Comunidad Autónoma de Andalu-
cía, con la finalidad de potenciar la creación de estas entidades y 
su desarrollo y, por tanto, la consecución en su territorio de los 
fines de interés general que constituyen el objeto fundacional. 

Resaltamos con ello la institución de las fundaciones, como 
instrumento idóneo de participación de la sociedad andaluza en 
la acción cultural, científica, de bienestar social y otros ámbitos, 
manifestándose como una expresión creativa del ánimo altruis-
ta y solidario de sus miembros. Son, por tanto, entidades no lu-
crativas con un papel propio que cumplir en el marco del Esta-
do social y democrático de Derecho. Así, se reconoce la vital 
importancia de las fundaciones en el campo de la acción social, 
como medio fundamental de coparticipación de los ciudadanos 
en el sector público, mediante actividades de interés general. 

IV 

La presente Ley se estructura en diez CAPÍTULOS, que constan 
de cincuenta y siete artículos, seis disposiciones adicionales, tres 
disposiciones transitorias, una disposición derogatoria y dos 
disposiciones finales. 

El CAPÍTULO I regula las disposiciones generales de la Ley, en-
tre las que podemos citar cuestiones tales como su objeto y su 
ámbito de aplicación, el régimen jurídico de las fundaciones, 
sus fines y beneficiarios, domicilio y personalidad jurídica, así 
como las fundaciones extranjeras que actúen en Andalucía. 

Por su parte, la constitución de las fundaciones es el conte-
nido del CAPÍTULO II, regulándose aspectos tales como la capaci-
dad para fundar, la constitución de fundaciones por personas 
jurídico-públicas, los modos de constitución de las fundaciones, 
y el acto fundacional mortis causa, y figuras tales como la escri-
tura pública de constitución, los Estatutos de la fundación, las 
fundaciones en proceso de formación y la dotación económica o 
patrimonial de la fundación. 

El CAPÍTULO III se dedica al gobierno de las fundaciones. Se re-
gula así el Patronato, como tal órgano de gobierno, su composi-
ción y cargos, la forma de aceptación del cargo de patrono, la gra-

tuidad del mismo, la delegación de sus facultades o la gerencia u 
otros órganos de asistencia, la forma de adopción de los acuerdos, 
las actas y las obligaciones y responsabilidad de los patronos, así 
como su cese, sustitución y suspensión. 

El régimen económico de las fundaciones reviste una gran im-
portancia y a ello se dedica el contenido del CAPÍTULO IV de la Ley. 
Se regula así la titularidad de los bienes y derechos de la funda-
ción, la administración del patrimonio de la misma y su dispo-
sición, la enajenación y gravamen de los bienes de la fundación, y 
la posibilidad de adquirir bienes por herencia o donación. 

En el CAPÍTULO V se regula el funcionamiento y actividad de las 
fundaciones, estableciéndose sus principios de actuación y refi-
riéndose a la obtención y destino de sus ingresos, sus actividades 
económicas, su contabilidad y presupuestos, aprobación y presen-
tación de cuentas, así como a las figuras de la auditoría y la auto-
contratación. 

Una vez creada una fundación, la vida de ésta puede sufrir 
ciertas vicisitudes que provoquen cambios relevantes en la 
misma, incluso su propia extinción y liquidación. Estas circuns-
tancias, como las posibles fusiones, deben manifestarse, en su 
caso, en una modificación de los Estatutos. Todo esto se recoge 
en el CAPÍTULO VI de la Ley. 

Por su parte, los CAPÍTULOS VII, VIII y IX de la Ley regulan tres 
figuras de gran importancia, como son el Protectorado de las 
Fundaciones Andaluzas, el Registro de Fundaciones de Andalu-
cía y el Consejo de Fundaciones de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía, respectivamente. 

Por último, el CAPÍTULO X establece determinadas previsiones 
específicas para las fundaciones del sector público de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía, que serán aquellas en las que 
exista una representación mayoritaria, ya sea ésta económica o 
en los órganos de la fundación, directa o indirecta, de la Junta 
de Andalucía. 

Finalmente, en las DISPOSICIONES ADICIONALES se enumeran, en 
primer lugar, los preceptos de esta Ley que se han redactado con-
forme a la normativa de aplicación general de la Ley 50/2002, 
de 26 de diciembre, de Fundaciones. Asimismo, se abordan de-
terminados aspectos relativos a las fundaciones de las Cajas de 
Ahorros y Universidades; se regula la posibilidad de requerir del 
Registro de Fundaciones de competencia estatal o de los Protec-
torados del mismo ámbito la documentación e información re-
lativas a las fundaciones domiciliadas en Andalucía, así como 
ciertas obligaciones de los fedatarios públicos. En las DISPOSICIO-

NES TRANSITORIAS, de una parte, se establece un plazo de tres 
años, desde la entrada en vigor de esta Ley, para que las funda-
ciones preexistentes adapten a la misma sus Estatutos y, de otro 
lado, se regula el régimen transitorio de los Protectorados ac-
tualmente existentes y la adaptación a esta Ley de los Estatutos de 
las fundaciones del sector público de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía en el plazo de un año desde su entrada en vigor. 
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CAPÍTULO I 
Disposiciones generales 

Artículo 1. Objeto de la Ley y ámbito de aplicación. 

1. La presente Ley tiene por objeto la regulación de las fun-
daciones de competencia de la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 13.25 del Esta-
tuto de Autonomía. 

2. Son fundaciones las organizaciones constituidas sin ánimo 
de lucro y que, por voluntad de sus creadores, tienen afectado de 
modo duradero su patrimonio a la realización de fines de inte-
rés general. 

3. Se consideran incluidas en el ámbito de aplicación de la 
presente Ley las fundaciones que desarrollen principalmente 
sus funciones en Andalucía, entendiéndose por tales aquellas 
fundaciones cuya actividad, sin perjuicio del establecimiento de 
relaciones instrumentales con terceros en diferente ámbito te-
rritorial, sea desarrollada en Andalucía, y así se disponga en sus 
Estatutos.  

Asimismo, estarán incluidas en el ámbito de aplicación de esta 
Ley las delegaciones de las fundaciones extranjeras que desarro-
llen principalmente sus actividades en Andalucía. 

Artículo 2. Régimen jurídico de las fundaciones. 

Las fundaciones se rigen por la voluntad del fundador, por 
sus Estatutos y, en todo caso, por la Ley. 

Artículo 3. Fines y beneficiarios. 

1. Las fundaciones deberán perseguir fines de interés general 
como pueden ser, entre otros, los de defensa de los derechos 
humanos, de las víctimas del terrorismo y actos violentos, asis-
tencia social e inclusión social, cívicos, educativos, culturales, 
científicos, deportivos, sanitarios, laborales, de fortalecimiento 
institucional, de cooperación para el desarrollo, de promoción 
del voluntariado y de respaldo a la igualdad de oportunidades 
entre hombres y mujeres, o cualesquiera otros de análoga natu-
raleza, de promoción de la acción social, de defensa del medio 
ambiente, y de fomento de la economía social, de promoción y 
atención a las personas en riesgo de exclusión por razones físicas, 
sociales o culturales, de promoción de los valores constitucionales 
y estatutarios y de defensa de los principios democráticos, de fo-
mento de la tolerancia, de desarrollo de la sociedad de la infor-
mación, de investigación científica y desarrollo tecnológico, o de 
establecimiento de vínculos de solidaridad entre las personas y los 
territorios. 

2. La finalidad fundacional debe beneficiar a colectividades 
genéricas de personas. Tendrán esta consideración los colectivos 
de trabajadores de una o varias empresas y sus familiares. 

3. En ningún caso podrán constituirse fundaciones con la fi-
nalidad principal de destinar sus prestaciones al fundador o a 
los patronos, a sus cónyuges o personas ligadas con análoga re-
lación de afectividad, o a sus parientes hasta el cuarto grado in-
clusive, así como a personas jurídicas singularizadas que no 
persigan fines de interés general. 

4. No se incluyen en el apartado anterior las fundaciones cu-
ya finalidad exclusiva o principal sea la conservación y restaura-
ción de bienes del patrimonio histórico español, siempre que 
cumplan las exigencias tanto de la Ley 16/1985, de 25 de junio, 
del Patrimonio Histórico Español, como de la Ley 1/1991, de 3 de 
julio, de Patrimonio Histórico de Andalucía, en particular respecto 
de los deberes de visita y exposición pública de dichos bienes. 

Artículo 4. Personalidad jurídica. 

1. Las fundaciones tendrán personalidad jurídica desde la 
inscripción de la escritura pública de su constitución en el Re-
gistro de Fundaciones de Andalucía. La inscripción sólo podrá 
ser denegada cuando dicha escritura no se ajuste a las prescrip-
ciones de la Ley. 

2. Las entidades inscritas en el Registro al que se refiere el 
apartado anterior podrán utilizar la denominación de Fundación 
Andaluza. 

Artículo 5. Denominación. 

1. La denominación de las fundaciones se ajustará a las si-
guientes reglas: 

a) Deberá figurar la palabra “fundación”, y no podrá coincidir 
o asemejarse de manera que pueda crear confusión con ninguna 
otra previamente inscrita en los Registros de Fundaciones. 

b) No podrán incluirse términos o expresiones que resulten 
contrarios a las leyes o que puedan vulnerar los derechos fun-
damentales de las personas. 

c) No podrá formarse exclusivamente con el nombre de Es-
paña, de las Comunidades Autónomas o de las Entidades Loca-
les, ni utilizar el nombre de organismos oficiales o públicos, 
tanto nacionales como internacionales, salvo que se trate del 
propio de las entidades fundadoras. 

d) La utilización del nombre o seudónimo de una persona fí-
sica o de la denominación o acrónimo de una persona jurídica 
distintos del fundador deberá contar con su consentimiento ex-
preso o, en caso de ser incapaz, con el de su representante legal. 
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e) No podrán adoptarse denominaciones que hagan referen-
cia a actividades que no se correspondan con los fines funda-
cionales, o induzcan a error o confusión respecto de la natura-
leza o actividad de la fundación. 

f) Se observarán las prohibiciones y reservas de denomina-
ción previstas en la legislación vigente. 

2. No se admitirá ninguna denominación que incumpla cual-
quiera de las reglas establecidas en el apartado anterior, o cons-
te que coincide o se asemeja con la de una entidad preexistente 
inscrita en otro Registro público, o con una denominación pro-
tegida o reservada a otras entidades públicas o privadas por su 
legislación específica. 

Artículo 6. Domicilio. 

1. Deberán estar domiciliadas en Andalucía las fundaciones 
que desarrollen principalmente su actividad dentro del territorio 
andaluz. 

2. Las fundaciones tendrán su domicilio estatutario en el lu-
gar donde se encuentre la sede de su Patronato, o bien en el lugar 
en que desarrollen principalmente sus actividades. 

Las fundaciones que se inscriban en el Registro previsto en la 
presente Ley para desarrollar una actividad principal en el ex-
tranjero tendrán su domicilio estatutario en la sede de su Patro-
nato en Andalucía. 

Artículo 7. Fundaciones extranjeras. 

1. Las fundaciones extranjeras que pretendan ejercer sus ac-
tividades de forma estable y desarrollen principalmente sus acti-
vidades en Andalucía deberán mantener una delegación en terri-
torio andaluz, que constituirá su domicilio a los efectos de esta 
Ley, e inscribirse en el Registro de Fundaciones de Andalucía. 

2. La fundación extranjera que pretenda su inscripción debe-
rá acreditar ante el citado Registro que ha sido válidamente 
constituida con arreglo a su ley personal. 

La inscripción podrá denegarse cuando no se acredite la cir-
cunstancia señalada en el párrafo anterior, así como cuando los 
fines no sean de interés general con arreglo al ordenamiento 
español. 

3. Las fundaciones extranjeras que incumplan los requisitos 
establecidos en este artículo no podrán utilizar la denominación 
de “fundación”. 

4. Las delegaciones en Andalucía de fundaciones extranjeras 
quedarán sometidas al Protectorado previsto en el Capítulo VII 
de la presente Ley, siéndoles de aplicación el régimen jurídico 
previsto para las fundaciones andaluzas. 

CAPÍTULO II 
De la constitución de las fundaciones 

Artículo 8. Capacidad para fundar. 

1. Podrán constituir fundaciones tanto las personas físicas 
como las personas jurídicas, ya sean éstas públicas o privadas. 

2. Las personas físicas requerirán de capacidad para dispo-
ner gratuitamente, inter vivos o mortis causa, de los bienes y 
derechos en que consista la dotación. 

3. Las personas jurídicas privadas de índole asociativa reque-
rirán el acuerdo expreso del órgano competente para disponer 
gratuitamente de sus bienes, con arreglo a sus Estatutos o a la 
legislación que les resulte aplicable. Las de índole institucional 
deberán contar con el acuerdo de su órgano rector. 

4. Las personas jurídico-públicas tendrán capacidad para consti-
tuir fundaciones, salvo que sus normas reguladoras establezcan lo 
contrario. 

Artículo 9. Modalidades de constitución. 

1. La fundación podrá constituirse por actos inter vivos o 
mortis causa. 

2. La constitución de la fundación por acto inter vivos se 
realizará mediante escritura pública con el contenido que de-
termina el artículo 11 de la presente Ley. 

Artículo 10. Acto fundacional mortis causa. 

1. La constitución de la fundación por acto mortis causa se 
realizará testamentariamente, cumpliéndose en el testamento 
los requisitos establecidos en el artículo siguiente para la escri-
tura pública de constitución. 

2. Si en la constitución de una fundación por acto mortis 
causa el testador se hubiera limitado a establecer su voluntad 
de crear una fundación y de disponer de los bienes y derechos de 
la dotación, la escritura pública en la que se contengan los de-
más requisitos exigidos por la ley se otorgará por el albacea tes-
tamentario y, en su defecto, por los herederos testamentarios. 
En caso de que éstos no existieran, o incumplieran esta obliga-
ción, la escritura se otorgará por el Protectorado, previa autori-
zación judicial. 

Artículo 11. Escritura pública de constitución. 

La escritura pública de constitución de una fundación deberá 
contener, al menos, los siguientes extremos: 
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a) El nombre, apellidos, edad y estado civil del fundador o 
fundadores, si son personas físicas, y su denominación o razón 
social, si son personas jurídicas, y en ambos casos, su naciona-
lidad y domicilio y número de identificación fiscal. 

b) La voluntad de constituir una fundación. 
c) La dotación, su valoración y la forma y realidad de su 

aportación. 
d) Los Estatutos de la fundación, cuyo contenido se ajustará 

a las previsiones del artículo siguiente. 
e) La identificación de las personas que integran el Patronato 

así como su aceptación, si la misma se efectúa en el momento 
fundacional. 

f) La certificación del Registro de Fundaciones de Andalucía 
que acredite que la denominación pretendida no coincide o se 
asemeja, de manera que pudiera crear confusión, con la de al-
guna otra fundación previamente inscrita o con alguna denomi-
nación sobre cuya utilización exista reserva temporal. Para emi-
tir dicha certificación, el Registro de Fundaciones de Andalucía 
consultará previamente con la sección de denominaciones del 
Registro de Fundaciones de competencia estatal. 

Artículo 12. Estatutos de la fundación. 

1. En los Estatutos de las fundaciones se hará constar: 
a) La denominación de la entidad. 
b) Los fines fundacionales. 
c) El domicilio de la fundación y el ámbito territorial en que 

haya de desarrollar principalmente sus actividades. 
d) Las reglas básicas para la aplicación de los recursos al 

cumplimiento de los fines fundacionales y para la determina-
ción de los beneficiarios. 

e) La composición del Patronato, las reglas para la designa-
ción y sustitución de sus miembros, las causas de su cese, sus 
atribuciones y la forma de deliberar y adoptar acuerdos. 

f) Cualesquiera otras disposiciones y condiciones lícitas que 
el fundador o los fundadores tengan a bien establecer. 

2. Toda disposición de los Estatutos de la fundación o mani-
festación de la voluntad del fundador que sea contraria a la Ley 
se tendrá por no puesta, salvo que afecte a la validez constitutiva 
de aquélla. En este último caso, no procederá la inscripción de 
la fundación en el Registro de Fundaciones de Andalucía. 

Artículo 13. Fundaciones en proceso de formación. 

1. Otorgada la escritura fundacional, y en tanto se procede a 
la inscripción en el Registro de Fundaciones de Andalucía, el Pa-
tronato de la fundación realizará, además de los actos necesa-

rios para la inscripción, únicamente aquellos otros que resulten 
indispensables para la conservación de su patrimonio y los que 
no admitan demora, sin perjuicio para la fundación, los cuales 
se entenderán automáticamente asumidos por ésta cuando ob-
tenga personalidad jurídica. 

2. Transcurridos seis meses desde el otorgamiento de la escri-
tura pública fundacional sin que los patronos hubiesen instado la 
inscripción en el Registro de Fundaciones de Andalucía, el Protec-
torado procederá a cesar a los patronos, quienes responderán so-
lidariamente de las obligaciones contraídas en nombre de la fun-
dación y por los perjuicios que ocasione la falta de inscripción. 

Asimismo, el Protectorado procederá a nombrar nuevos patro-
nos, previa autorización judicial, que asumirán la obligación de 
inscribir la fundación en el Registro de Fundaciones de Andalucía. 

Artículo 14. Dotación de la fundación. 

1. La dotación, que podrá consistir en bienes y derechos de 
cualquier clase, ha de ser adecuada y suficiente para el cum-
plimiento de los fines fundacionales. Se presumirá suficiente la 
dotación cuyo valor económico alcance los treinta mil euros. 

En cualquier caso, el fundador deberá justificar la adecuación 
de la dotación a los fines fundacionales mediante la presenta-
ción del primer programa de actuación, junto con un estudio 
económico que acredite su viabilidad utilizando exclusivamente 
dichos recursos. 

2. Si la aportación es dineraria, podrá efectuarse en forma 
sucesiva. En tal caso, el desembolso inicial será, al menos, 
del veinticinco por ciento de la cuantía establecida, y el resto se 
deberá hacer efectivo en un plazo no superior a cinco años, con-
tados desde el otorgamiento de la escritura pública de constitu-
ción de la fundación. 

Si la aportación no es dineraria, deberá incorporarse a la es-
critura de constitución tasación realizada por un experto inde-
pendiente. 

En uno y otro caso, deberá acreditarse o garantizarse la reali-
dad de las aportaciones ante el notario autorizante, en los tér-
minos que reglamentariamente se establezcan. 

3. Se aceptará como dotación el compromiso de aportacio-
nes de terceros, siempre que dicha obligación conste en títulos 
de los que llevan aparejada ejecución. 

4. Formarán también parte de la dotación los bienes y dere-
chos de contenido patrimonial que durante la existencia de la 
fundación se aporten en tal concepto por el fundador o por ter-
ceras personas, o que se afecten por el Patronato, con carácter 
permanente, a los fines fundacionales. 

5. En ningún caso se considerará dotación el mero propósito 
de recaudar donativos. 
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CAPÍTULO III 
Del gobierno de las fundaciones 

Artículo 15. Patronato de la fundación. 

1. En toda fundación deberá existir, con la denominación de 
Patronato, un órgano de gobierno y representación de la misma. 

2. Corresponde al Patronato cumplir los fines fundacionales 
y administrar con diligencia los bienes y derechos que integran 
el patrimonio de la fundación, manteniendo el rendimiento y 
utilidad de los mismos. 

Artículo 16. Composición del Patronato. 

1. El Patronato es un órgano colegiado que ha de estar inte-
grado, como mínimo, por tres personas físicas o jurídicas, ya 
sean éstas públicas o privadas, que se denominarán patronos y 
tendrán las obligaciones previstas en el artículo 24 de la presen-
te Ley. 

2. Las personas físicas, que deberán poseer plena capacidad de 
obrar y no podrán estar inhabilitadas para el ejercicio de cargos 
públicos, pueden ser designadas directamente o por razón de su 
cargo. Cuando la cualidad de patrono sea atribuida a la persona ti-
tular de un cargo, podrá actuar en su nombre la persona que le-
galmente lo sustituya. Excepto tal previsión, los patronos perso-
nas físicas no pueden delegar la representación, debiendo 
ejercer su cargo de patrono personalmente. 

No obstante, podrá actuar en su nombre y representación 
otro patrono por él designado. Esta actuación será siempre para 
actos concretos y deberá ajustarse a las instrucciones que, en su 
caso, el representado formule por escrito. 

3. Las personas jurídicas integrantes del Patronato han de 
estar representadas en el mismo, de una manera estable, por la 
persona física que tenga su representación de acuerdo con las 
normas que la regulen, o por alguna otra persona física desig-
nada con esta finalidad por el órgano competente. Si la persona 
física designada lo es por razón de su cargo, es aplicable lo que 
establece el apartado anterior por lo que respecta a la posibili-
dad de sustitución. 

4. El nombramiento de patronos se ha de inscribir en el Re-
gistro de Fundaciones de Andalucía. En el caso de personas jurí-
dicas, también se ha de inscribir el nombre de la persona que 
tiene la representación. 

Artículo 17. Cargos. 

1. El Patronato deberá elegir, de entre sus miembros, a un 
Presidente, salvo que su designación estuviera ya prevista de al-

guna otra manera en la escritura de constitución o en los Esta-
tutos. 

2. El Patronato elegirá también a un Secretario, a quien le 
corresponderán, además de las tareas que aquél le asigne, la de 
certificación de los acuerdos adoptados por el propio Patronato. El 
cargo de Secretario podrá recaer tanto en un patrono como en 
otra persona distinta, si bien en este último supuesto el Secretario 
tendrá voz, pero no voto. 

Artículo 18. Aceptación del cargo de patrono. 

1. Los patronos comenzarán a ejercer sus funciones después 
de haber aceptado de manera expresa el cargo, ya sea en docu-
mento público, en documento privado con firma legitimada no-
tarialmente, o mediante comparecencia realizada al efecto en el 
Registro de Fundaciones de Andalucía. 

Igualmente, la aceptación del cargo de patrono podrá llevarse 
a cabo ante el Patronato, acreditándose a través de certificación 
expedida por el Secretario, con firma legitimada notarialmente. 

2. En todo caso, la aceptación de los patronos será inscrita en 
el Registro de Fundaciones de Andalucía y notificada formalmente 
al Protectorado. 

Artículo 19. Gratuidad del cargo de patrono. 

1. Los patronos ejercerán su cargo gratuitamente, sin que 
puedan percibir retribución alguna, ni en dinero ni en especie, 
por el desempeño de su función. No obstante, sí tendrán dere-
cho a ser reembolsados de los gastos, debidamente justificados, 
que el desempeño de su función les ocasione, salvo disposición 
en contra del fundador. 

2. Pese a lo establecido en el apartado anterior, y salvo que el 
fundador hubiese dispuesto lo contrario, el Patronato podrá fijar 
una retribución adecuada a aquellos patronos que presten a la 
fundación servicios distintos de los que implica el desempeño 
de las funciones que les corresponden como miembros del Pa-
tronato, previa autorización del Protectorado. 

Artículo 20. Delegación de facultades y apoderamientos. 

1. Salvo prohibición expresa de los Estatutos, el Patronato 
podrá delegar sus facultades en uno o más de sus miembros, 
con funciones y responsabilidades mancomunadas o solidarias, 
según se determine. No serán delegables, en ningún caso, los si-
guientes actos: 
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a) La aprobación de las cuentas y del plan de actuación. 
b) La modificación de los Estatutos. 
c) La fusión, extinción o liquidación de la fundación. 
d) Los actos de constitución de otra persona jurídica, los de 

participación o venta de participaciones en otras personas jurí-
dicas cuyo importe supere el veinte por ciento del activo de la 
fundación, el aumento o la disminución de la dotación, y tam-
bién los de fusión, de escisión, de cesión global de todos o de 
parte de los activos y los pasivos, o los de disolución de socieda-
des u otras personas jurídicas. 

e) Todos aquellos otros actos que requieran la autorización 
del Protectorado. 

2. Igualmente, el Patronato podrá otorgar y revocar poderes ge-
nerales y especiales, salvo que los Estatutos dispongan lo contrario. 

3. Tanto las delegaciones permanentes como los apoderamien-
tos, que no sean para pleitos, así como sus revocaciones, deberán 
ser inscritos en el Registro de Fundaciones de Andalucía. 

Artículo 21. Gerencia. 

1. En los Estatutos se podrá encomendar el ejercicio de la 
gestión ordinaria o administrativa de las actividades de la fun-
dación a un gerente o cargo similar, que podrá ser persona fí-
sica o jurídica, pero siempre con acreditada solvencia técnica 
al respecto, y con la remuneración adecuada a las funciones 
desempeñadas. 

2. Su nombramiento y cese deberán notificarse al Protectora-
do de las Fundaciones Andaluzas y serán objeto de inscripción en 
el Registro de Fundaciones de Andalucía. 

3. Igualmente, también en los Estatutos se podrá prever la 
existencia de otros órganos de asistencia al Patronato, sin per-
juicio de lo establecido anteriormente. 

Artículo 22. Adopción de acuerdos. 

1. Para que el Patronato pueda adoptar acuerdos deberá estar 
válidamente constituido conforme a las reglas que establezcan los 
Estatutos respecto al quórum necesario, que nunca podrá ser in-
ferior a la mitad más uno de los patronos. 

2. El Patronato adoptará sus acuerdos por mayoría en los tér-
minos establecidos en los Estatutos. 

3. En el supuesto de producirse conflicto de intereses o dere-
chos entre la fundación y alguno de sus patronos, los afectados 
no participarán en la decisión que deba adoptar el Patronato, 

que es el órgano competente para determinar, por mayoría sim-
ple de los asistentes, si concurre o no dicho conflicto. 

Artículo 23. Actas. 

Las fundaciones deben llevar un libro de actas, que ha de 
reunir las actas de las reuniones del Patronato y demás órganos 
de la fundación, autenticadas en la forma que establezcan los 
Estatutos o, en su defecto, con la firma del Secretario y el visto 
bueno del Presidente. 

Artículo 24. Obligaciones de los patronos. 

Los patronos tienen, además de las obligaciones que los Esta-
tutos pudieran establecer, las siguientes: 

a) Cumplir y hacer cumplir fielmente los fines fundaciona-
les, de acuerdo con lo dispuesto en esta Ley, en la legislación es-
tatal aplicable y en los Estatutos. 

b) Administrar los bienes y derechos que integran el patri-
monio de la fundación, manteniendo plenamente el rendimien-
to, utilidad y productividad de los mismos, según los criterios 
económico-financieros de un buen gestor. 

c) Asistir a las reuniones del Patronato y velar por la legalidad 
de los acuerdos que en él se adopten. 

d) Realizar los actos necesarios para la inscripción de la fun-
dación en el Registro de Fundaciones de Andalucía. 

Artículo 25. Responsabilidad de los patronos. 

1. Los patronos deberán desempeñar el cargo con la diligen-
cia de un representante leal. 

2. Los patronos responderán solidariamente frente a la fun-
dación de los daños y perjuicios que causen por actos contrarios 
a la Ley o a los Estatutos, o por los realizados sin la diligencia 
con la que deben desempeñar el cargo. Quedarán exentos de 
responsabilidad quienes hayan votado en contra del acuerdo, y 
quienes prueben que, no habiendo intervenido en su adopción y 
ejecución, desconocían su existencia o, conociéndola, hicieron 
todo lo conveniente para evitar el daño o, al menos, se opusie-
ron expresamente a aquél. 

3. La acción de responsabilidad se entablará ante la autori-
dad judicial, y en nombre de la fundación: 

a) Por el propio órgano de gobierno de la fundación, previo 
acuerdo motivado, en cuya adopción no participará el patrono 
afectado. 
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b) Por el Protectorado, en los términos establecidos en el ar-
tículo 45.2 de la presente Ley. 

c) Por los patronos disidentes o ausentes, en los términos del 
apartado anterior, así como por el fundador cuando no fuere 
patrono. 

Artículo 26. Cese de los patronos. 

1. El cese de los patronos de una fundación se producirá en 
los siguientes supuestos: 

a) Por muerte o declaración de fallecimiento, así como por 
la extinción de la persona jurídica. 

b) Por incapacidad, inhabilitación o incompatibilidad, de acuer-
do con lo que establezca la Ley. 

c) Por cese en el cargo por razón del cual fueron nombrados 
miembros del Patronato. 

d) Por no desempeñar el cargo con la diligencia prevista en 
el artículo 25.1 de la presente Ley, si así se declara en resolución 
judicial. 

e) Por resolución judicial que acoja la acción de responsabi-
lidad por los actos mencionados en el apartado 2 del artículo 
anterior. 

f) Por el transcurso del plazo de seis meses desde el otorga-
miento de la escritura pública fundacional sin haber instado la 
inscripción en el Registro de Fundaciones de Andalucía. 

g) Por el transcurso del período de su mandato, si fueron 
nombrados por un determinado tiempo.  

h) Por renuncia, que podrá llevarse a cabo por cualquiera de 
los medios y mediante los trámites previstos para la aceptación. 

i) Por las causas establecidas válidamente para el cese en los 
Estatutos. 

2. El cese de los patronos se inscribirá en el Registro de Fun-
daciones de Andalucía. 

 Artículo 27. Sustitución y suspensión de los patronos. 

1. La sustitución de los patronos se producirá en la forma 
prevista en los Estatutos. Cuando ello no fuera posible, se pro-
cederá de conformidad con lo dispuesto en el artículo 40 de esta 
Ley, quedando facultado el Protectorado de las Fundaciones An-
daluzas, hasta que la modificación estatutaria se produzca, para la 
designación de la persona o personas que integren provisional-
mente el órgano de gobierno y representación de la fundación. 

2. Si el número de patronos fuese en algún momento infe-
rior a tres, los subsistentes, en un plazo de treinta días, deberán 
comunicarlo al Protectorado, que podrá ejercer cualquiera de 
las siguientes opciones: 

a) Completar por sí mismo el número mínimo de patronos. 
b) Instar la disolución de la fundación, sólo si apreciase que 

la misma no es viable. 
3. Si en algún momento en la vida de la fundación faltaren to-

dos los miembros del Patronato, cualquiera que fuera la causa, el 
Protectorado, cuando tenga conocimiento de ello, deberá designar 
nuevos patronos o bien instar la disolución de la fundación. 

4. La suspensión de los patronos podrá ser acordada caute-
larmente por el juez cuando se entable contra ellos la acción de 
responsabilidad. 

5. La sustitución y la suspensión de los patronos se inscribi-
rán en el Registro de Fundaciones de Andalucía. 

CAPÍTULO IV 
Del régimen económico de las fundaciones 

Artículo 28. Titularidad de bienes y derechos. 

1. El patrimonio de la fundación está formado por todos los 
bienes, derechos y obligaciones susceptibles de valoración eco-
nómica que integren la dotación, así como por aquellos que ad-
quiera la fundación con posterioridad a su constitución, se afec-
ten o no a la dotación. 

2. Su administración y disposición corresponderá al Patrona-
to, en la forma establecida en los Estatutos y con sujeción a la 
presente Ley. 

3. La fundación figurará como titular de cuantos bienes o de-
rechos integren su patrimonio, los cuales se harán constar en 
su inventario anual, realizado conforme a la normativa de con-
tabilidad aplicable a las entidades sin ánimo de lucro. 

4. El órgano de gobierno de la fundación promoverá, bajo su 
responsabilidad, la inscripción a nombre de la fundación de los 
bienes y derechos que integran el patrimonio de ésta en el Re-
gistro de Fundaciones de Andalucía y demás Registros públicos 
correspondientes. 

Artículo 29. Herencias y donaciones. 

1. La aceptación de herencias por las fundaciones se enten-
derá hecha siempre a beneficio de inventario. Los patronos se-
rán responsables frente a la fundación de la pérdida del benefi-
cio de inventario por los actos a que se refiere el artículo 1024 
del Código Civil. 

2. La aceptación de legados con cargas o donaciones onerosas 
o remuneratorias y la repudiación de herencias, donaciones o le-
gados sin cargas serán comunicadas por el Patronato al Protec-
torado en el plazo máximo de los diez días hábiles siguientes, 
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pudiendo éste ejercer las acciones de responsabilidad que co-
rrespondan contra los patronos, si los actos del Patronato fue-
ran lesivos para la fundación, según las atribuciones previstas 
en el artículo 45.1 g) de la presente Ley. 

Artículo 30. Enajenación y gravamen. 

1. La enajenación, gravamen o cualesquiera otros actos de 
disposición o de administración de los bienes y derechos que in-
tegran el patrimonio de la fundación, constituyan o no dotación, 
serán a título oneroso, debiendo estar justificada en todo caso la 
necesidad o conveniencia de tales actos así como la inversión 
prevista de la contraprestación, salvo que se trate de prestacio-
nes propias del cumplimiento del fin fundacional. 

2. Requerirá la previa autorización del Protectorado la enaje-
nación o gravamen de los siguientes elementos del patrimonio 
de la fundación: 

a) Bienes o derechos que formen parte de la dotación. 
b) Bienes o derechos que, sin formar parte de la dotación, 

estén directamente vinculados al cumplimiento de los fines 
fundacionales. 

c) Bienes o derechos que, con independencia de su objeto, 
representen un valor superior al veinte por ciento del activo de la 
fundación que resulte de su último balance anual aprobado. 

Se entenderá, a los efectos de la letra b), que los bienes y de-
rechos de la fundación están directamente vinculados al cum-
plimiento de los fines fundacionales, cuando dicha vinculación 
esté contenida en una declaración de voluntad expresa, ya sea 
del fundador o del Patronato de la fundación, o de la persona fí-
sica o jurídica, pública o privada, que realice una aportación vo-
luntaria a la fundación, y siempre respecto de los bienes y dere-
chos aportados. Igualmente, tal vinculación podrá realizarse por 
resolución motivada del Protectorado o de la autoridad judicial. 

3. Los restantes actos de disposición de aquellos bienes y de-
rechos de la fundación, distintos de los referidos en el apartado 
anterior, incluida la transacción o compromiso, y de gravamen 
de bienes inmuebles, establecimientos mercantiles o industria-
les y bienes de interés cultural deberán ser comunicados por el 
Patronato al Protectorado, en el plazo máximo de treinta días 
hábiles siguientes a su realización. 

El Protectorado de las Fundaciones Andaluzas podrá ejercer las 
acciones de responsabilidad que correspondan contra los patro-
nos, cuando los acuerdos del Patronato fueran lesivos para la 
fundación según las atribuciones previstas en el artículo 45.1 g) 
de la presente Ley. 

4. Se harán constar anualmente, en el Registro de Fundacio-
nes de Andalucía y al término de cada ejercicio económico, las 
enajenaciones o gravámenes referidos en los apartados anterio-

res y, además, todos aquellos que supongan una alteración su-
perior al diez por ciento del activo de la fundación. 

Del mismo modo, se inscribirán en el Registro de la Propie-
dad o en el Registro público que corresponda por razón del ob-
jeto, y se reflejarán en el Libro Inventario de la fundación. 

CAPÍTULO V 
Del funcionamiento y actividad de las fundaciones 

Artículo 31. Principios de actuación. 

Las fundaciones están obligadas a: 
a) Destinar efectivamente el patrimonio y sus rentas, de acuer-

do con la Ley y sus Estatutos, a los fines fundacionales. 
b) Actuar con criterios de imparcialidad, objetividad, igualdad y 

no discriminación en la determinación de sus beneficiarios. 
c) Informar de manera generalizada de sus fines y activida-

des para el conocimiento de sus eventuales beneficiarios y de-
más interesados. 

Artículo 32. Obtención de ingresos. 

Las fundaciones podrán obtener ingresos por las actividades 
que desarrollen o los servicios que presten a sus beneficiarios, 
siempre que ello no sea contrario a la voluntad fundacional, no 
implique una limitación injustificada del ámbito de sus posibles 
beneficiarios y no desvirtúe el interés general de la finalidad de 
la fundación ni el carácter no lucrativo de la entidad. 

Artículo 33. Actividades económicas. 

1. Las fundaciones podrán realizar, por sí mismas, activida-
des económicas, cuando éstas estén directamente relacionadas 
con el fin fundacional o sean necesarias para el sostenimiento 
de la actividad fundacional, con sometimiento a las normas re-
guladoras de la defensa de la competencia. 

Además, podrán intervenir en cualesquiera actividades eco-
nómicas a través de su participación en sociedades, de acuerdo 
con lo previsto en los siguientes apartados. 

2. Las fundaciones no podrán tener participación alguna en 
sociedades mercantiles o civiles en las que haya que responder 
personalmente por las deudas sociales. 

3. Si la fundación recibiera por cualquier título, bien como 
parte de la dotación inicial, bien en un momento posterior, al-
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guna participación en sociedades en las que deba responder 
personalmente de las deudas sociales, deberá enajenar dicha 
participación, salvo que en el plazo máximo de un año se pro-
duzca la transformación de tales sociedades en otras en las que 
quede limitada la responsabilidad de la fundación. 

4. Las fundaciones podrán participar en sociedades mercanti-
les en las que no se responda personalmente de las deudas socia-
les. Cuando esta participación sea mayoritaria, deberán dar cuen-
ta inmediata de dicha circunstancia al Protectorado. 

Se entenderá por participación mayoritaria aquella que repre-
sente más del cincuenta por ciento del capital social o de los de-
rechos de voto, computándose a estos efectos tanto las participa-
ciones mayoritarias que se adquieran en un solo acto, como las 
adquisiciones sucesivas de participaciones minoritarias, cuya 
acumulación dé lugar a que la fundación ostente una posición 
dominante en la sociedad de que se trate. 

5. En todo caso, el resultado neto de las actividades mercantiles 
deberá destinarse al cumplimiento de los fines de la fundación. 

Artículo 34. Contabilidad. 

1. Las fundaciones deberán llevar una contabilidad ordenada 
y adecuada a su actividad, que permita un seguimiento cronoló-
gico de las operaciones realizadas. Para ello llevarán necesaria-
mente un Libro Diario y un Libro de Inventarios y Cuentas 
Anuales. 

2. El Patronato de la Fundación confeccionará, en referencia 
al anterior ejercicio económico, las cuentas anuales, que com-
prenden el balance de situación, la cuenta de resultados y la 
memoria. Los citados documentos forman una unidad, debien-
do ser redactados con claridad y mostrar la imagen fiel del pa-
trimonio, de la situación financiera y de los resultados de la 
fundación. 

En el balance de situación se expresarán los bienes y dere-
chos que constituyen el activo de la entidad y las obligaciones y 
los fondos propios que forman el pasivo. 

La cuenta de resultados comprenderá los ingresos y los gas-
tos del ejercicio y, por diferencia, el resultado del mismo. 

La memoria completará, ampliará y comentará la informa-
ción contenida en el balance de situación y en la cuenta de re-
sultados. Además de ello, incluirá las actividades fundacionales 
y la gestión económica, el cuadro de financiación, el exacto gra-
do de cumplimiento del plan de actuación y los fines de la enti-
dad, indicando los recursos empleados, su procedencia y el 
número de beneficiarios en cada una de las distintas actuacio-
nes realizadas, así como los convenios que, en su caso, se hayan 
llevado a cabo con otras entidades para estos fines. Asimismo, 
incluirá las variaciones patrimoniales y los cambios en los órga-
nos de gobierno, dirección y representación de la fundación. 

3. Además de las cuentas anuales a que se refiere el apartado 
anterior, el Patronato de la Fundación deberá confeccionar, tam-
bién en cada anualidad y referido al anterior ejercicio económico, 
el inventario de los elementos patrimoniales, donde conste la va-
loración de los bienes y derechos de la fundación integrantes de 
su balance, distinguiendo los distintos bienes, derechos y obliga-
ciones y demás partidas que lo componen; así como la liquida-
ción del presupuesto de ingresos y gastos del ejercicio anterior. 

4. Las fundaciones podrán formular sus cuentas anuales en 
los modelos abreviados cuando cumplan los requisitos estable-
cidos al respecto para las sociedades mercantiles. La referencia 
al importe neto de la cifra anual de negocios establecida en la 
legislación mercantil se entenderá realizada al importe del vo-
lumen anual de ingresos por la actividad propia más, si proce-
de, la cifra de negocios de su actividad mercantil. 

5. En los términos que se determine reglamentariamente se 
podrá establecer un modelo simplificado para la contabilidad de 
aquellas fundaciones cuyo activo al cierre del ejercicio no su-
pere los ciento cincuenta mil euros. 

6. La contabilidad de las fundaciones se ajustará a lo dis-
puesto en el Código de Comercio, cuando realicen actividades 
económicas, debiendo formular cuentas anuales consolidadas 
cuando la fundación se encuentre en cualquiera de los supues-
tos previstos en el citado Código para la sociedad dominante. 

Artículo 35. Auditoría. 

1. Se someterán a auditoría externa las cuentas anuales de 
las fundaciones en las que concurran, en la fecha de cierre del 
ejercicio y durante dos años consecutivos, al menos dos de las 
siguientes circunstancias: 

a) Que el total de su patrimonio supere los dos millones cua-
trocientos mil euros. 

b) Que el importe neto de su volumen anual de ingresos por 
la actividad propia más, en su caso, el de la cifra de negocios de 
su actividad mercantil sea superior a dos millones cuatrocientos 
mil euros. 

c) Que el número medio de trabajadores empleados durante 
el ejercicio sea superior a treinta. 

d) Que el valor de las enajenaciones o gravámenes de bienes 
y derechos de la fundación realizados durante el ejercicio eco-
nómico supere el cincuenta por ciento del valor total de su pa-
trimonio. 

e) Cuando el precio del contrato o contratos a que se refiere 
el artículo 39 de esta Ley suponga más del quince por ciento de 
los gastos totales del ejercicio. 

2. También se someterán a auditoría externa aquellas 
cuentas que, a juicio del Patronato de la fundación o del Pro-



BOPA núm. 206 Andalucía, 27 de mayo de 2005 Pág. núm. 12.679 
 

 

Boletín Oficial del Parlamento de Andalucía 

tectorado, presenten especiales circunstancias que así lo acon-
sejen, en relación con la cuantía del patrimonio o con el vo-
lumen de gestión. 

3. La auditoría se contratará y realizará de acuerdo con lo 
previsto en la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría de Cuen-
tas, disponiendo los auditores de un plazo mínimo de un mes, a 
partir del momento en que les fueran entregadas las cuentas 
anuales formuladas, para realizar el informe de auditoría. 

Artículo 36. Aprobación y presentación de cuentas. 

1. Las cuentas anuales se aprobarán por el Patronato, dentro 
de los seis meses siguientes a la fecha del cierre del ejercicio, y 
serán firmadas por el Secretario, con el visto bueno del Presi-
dente. 

2. Dichas cuentas anuales se presentarán al Protectorado en el 
plazo de veinte días hábiles, a contar desde su aprobación por el 
Patronato. En su caso, se acompañarán del informe de auditoría. 

3. No podrán percibir subvenciones ni ayudas públicas de la 
Administración de la Junta de Andalucía aquellas fundaciones 
que no hayan cumplido con la obligación de presentar las cuen-
tas al Protectorado en el plazo establecido para ello, sin perjui-
cio de las responsabilidades en que, conforme a la Ley, pudie-
ran incurrir. 

4. El Protectorado, una vez examinadas las cuentas anuales y 
comprobada su adecuación formal a la normativa vigente, proce-
derá a depositarlas en el Registro de Fundaciones de Andalucía. 

Artículo 37. Plan de actuación. 

El Patronato elaborará y remitirá al Protectorado, en el últi-
mo trimestre de cada ejercicio, un plan de actuación, en el que 
queden reflejados los objetivos y las actividades que se prevea 
desarrollar durante el ejercicio siguiente. 

Artículo 38. Destino de ingresos. 

1. Deberá destinarse a la realización de los fines fundacionales 
al menos el setenta por ciento de las rentas e ingresos obtenidos 
de las explotaciones económicas que se desarrollen o que se ob-
tengan por cualquier concepto, previa deducción de los gastos 
realizados para la obtención de tales rentas e ingresos. 

2. Para el cálculo de los gastos realizados para la obtención de 
las rentas e ingresos a los que se refiere el apartado anterior po-
drá deducirse, en su caso, la parte proporcional de los gastos por 
servicios exteriores, de los gastos de personal, de otros gastos de 

gestión, de los gastos financieros y de tributos, excluyendo de di-
cho cálculo los gastos realizados para el cumplimiento de los fines 
estatutarios. 

3. Deberá destinarse a incrementar la dotación o las reser-
vas, según acuerdo del Patronato, el resto de rentas e ingresos 
que no deban dedicarse a cumplir la obligación establecida en el 
apartado 1 de este artículo, una vez deducidos los gastos de ad-
ministración, cuya cuantía máxima se determinará reglamenta-
riamente. 

Los gastos de administración serán aquellos directamente oca-
sionados a los órganos de gobierno por la administración de los 
bienes y derechos que integran el patrimonio de la fundación, y 
los que los patronos tienen derecho a rembolsarse por el desem-
peño de su cargo, según lo dispuesto en el artículo 19 de la pre-
sente Ley. 

4. Para el cálculo de las rentas e ingresos a los que se refiere el 
apartado 1 de este artículo no serán computables las aportaciones 
efectuadas en concepto de dotación patrimonial, incluidos los do-
nativos y los ingresos extraordinarios obtenidos por enajenaciones 
de bienes inmuebles en los que la entidad desarrolle la actividad 
propia de su objeto o finalidad específica, siempre que el importe 
de la citada transmisión se reinvierta en bienes inmuebles en los 
que concurra dicha circunstancia, ya sea en el momento de la 
constitución de la fundación o en otro posterior. 

5. El plazo para el cumplimiento de la obligación contenida en 
el apartado 1 de este artículo será el comprendido entre el inicio 
del ejercicio en que se hayan obtenido dichos ingresos y los tres 
años siguientes al cierre del ejercicio. 

Artículo 39. Autocontratación. 

Los patronos podrán contratar con la fundación, ya sea en 
nombre propio o de un tercero, previa autorización del Protec-
torado, que se extenderá, en su caso, a los representantes de los 
patronos. 

CAPÍTULO VI 
De la modificación, fusión, extinción y liquidación 

de las fundaciones 

Artículo 40. Modificación de los Estatutos. 

1. El Patronato podrá acordar la modificación de los Estatu-
tos de la fundación siempre que resulte conveniente en interés 
de la misma, salvo que el fundador lo haya prohibido. 

2. Cuando las circunstancias que presidieron la constitución 
de la fundación hayan variado de manera que ésta no pueda ac-
tuar satisfactoriamente con arreglo a sus Estatutos, el Patronato 
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deberá acordar la modificación de los mismos, salvo que para es-
te supuesto el fundador haya previsto la extinción de la fundación. 

3. Si el Patronato no da cumplimiento a lo previsto en el apar-
tado anterior, el Protectorado le requerirá para que lo cumpla, so-
licitando en caso contrario de la autoridad judicial que resuelva 
sobre la procedencia de la modificación de Estatutos requerida. 

4. La modificación o nueva redacción de los Estatutos acor-
dada por el Patronato deberá ser comunicada al Protectorado, 
quien podrá oponerse por razones de legalidad y mediante 
acuerdo motivado, en el plazo máximo de tres meses a contar 
desde la notificación del correspondiente acuerdo del Patronato. 

5. La modificación o nueva redacción habrá de ser formali-
zada en escritura pública e inscrita en el Registro de Fundacio-
nes de Andalucía. 

Artículo 41. Fusión. 

1. Las fundaciones, siempre que no lo haya prohibido el fun-
dador, podrán fusionarse previo acuerdo de los respectivos Pa-
tronatos, que se comunicará al Protectorado. 

2. El acuerdo de fusión de las fundaciones interesadas debe-
rá ser razonado. El Protectorado podrá oponerse a la fusión por 
razones de legalidad y mediante acuerdo motivado, en el plazo 
máximo de tres meses, a contar desde la notificación al mismo 
de los respectivos acuerdos de las fundaciones interesadas. 

3. La fusión podrá realizarse por la absorción de una funda-
ción a otra u otras que se extinguen, o bien mediante la creación 
de una nueva fundación a la que se transmitirán en bloque los 
patrimonios de las fusionadas que se extinguen. 

4. La fusión requerirá el otorgamiento de escritura pública y 
la inscripción en el Registro de Fundaciones de Andalucía. La 
escritura pública contendrá los Estatutos de la fundación resul-
tante de la fusión, así como la identificación de los miembros de 
su primer Patronato. 

5. Cuando una fundación resulte incapaz de alcanzar sus fi-
nes, el Protectorado podrá requerirla para que se fusione con 
otra de análogos fines que haya manifestado ante el Protectora-
do su voluntad favorable a dicha fusión, siempre que el funda-
dor no lo hubiera prohibido. 

Frente a la oposición de aquélla, el Protectorado podrá solici-
tar de la autoridad judicial que ordene la referida fusión. 

Artículo 42. Causas y formas de extinción. 

1. La fundación se extinguirá: 
a) Cuando expire el plazo por el que fue constituida. 
b) Cuando se hubiese realizado íntegramente el fin funda-

cional. 

c) Cuando sea imposible la realización del fin fundacional, 
sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 40 y 41 de la pre-
sente Ley. 

d) Cuando así resulte de la fusión a que se refiere el artículo 
anterior. 

e) Cuando concurra cualquier otra causa prevista en el acto 
constitutivo o en los Estatutos. 

f) Cuando concurra cualquier otra causa establecida en las 
leyes. 

2. En el supuesto de la letra a) del apartado anterior, la fun-
dación se extinguirá de pleno derecho. 

En los supuestos contemplados en las letras b), c) y e) del 
apartado anterior, la extinción de la fundación requerirá acuer-
do del Patronato ratificado por el Protectorado. Si no hubiese 
acuerdo del Patronato, o éste no fuese ratificado por el Protecto-
rado, la extinción de la fundación requerirá resolución judicial 
motivada, que podrá ser instada por el Protectorado o por el Pa-
tronato, según los casos. 

3. En el supuesto de la letra f) del apartado 1 de este artículo, 
se requerirá resolución judicial motivada. 

4. El acuerdo de extinción o, en su caso, la resolución judi-
cial se inscribirán en el Registro de Fundaciones de Andalucía. 

Artículo 43. Liquidación. 

1. La extinción de la fundación, salvo en los supuestos en 
que tiene lugar como consecuencia de una fusión, determinará 
la apertura del procedimiento de liquidación, que se realizará 
por el Patronato bajo el control del Protectorado. El Patronato 
no tendrá más facultades que la de cobrar créditos, satisfacer 
las deudas y formalizar los actos pendientes de ejecución, sin 
que pueda contraer más obligaciones, salvo las que sean nece-
sarias para la liquidación. 

Terminadas las citadas operaciones, se formará el oportuno 
balance de liquidación, que deberá ser aprobado por el Patrona-
to y sometido a la ratificación por el Protectorado. 

2. Concluida la liquidación conforme a las reglas expuestas, 
se hará constar en el Registro de Fundaciones de Andalucía su 
baja, a solicitud del Patronato, por un escrito dirigido al conside-
rado Registro, al que se acompañará la certificación del acuerdo 
aprobatorio del balance de liquidación, la ratificación del mismo 
por el Protectorado y una copia de los documentos en que se 
hayan formalizado las operaciones a que se refiere el apartado 
siguiente. No obstante la baja de la fundación en el Registro, si 
resultan operaciones pendientes de ejecución o formalización, 
deberán ser llevadas a cabo por el Protectorado. 

3. Los bienes y derechos resultantes de la liquidación se des-
tinarán a las fundaciones o a las entidades no lucrativas priva-
das que persigan fines de interés general, que tengan afectados 
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sus bienes, incluso para el supuesto de su disolución, a la con-
secución de aquéllos, que hayan sido designados en el negocio 
fundacional o en los Estatutos de la fundación extinguida, y que 
desarrollen principalmente sus actividades en Andalucía. En su 
defecto, este destino podrá ser decidido, en favor de las mismas 
fundaciones y entidades mencionadas, por el Patronato, cuando 
tenga reconocida esta facultad por el fundador, y, a falta de esa 
facultad, corresponderá al Protectorado cumplir ese cometido. 

4. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, las funda-
ciones podrán prever en sus Estatutos o cláusulas fundacionales 
que los bienes y derechos resultantes de la liquidación sean desti-
nados a entidades públicas de naturaleza no fundacional, siempre 
que persigan fines de interés general. 

5. Las fundaciones constituidas por personas jurídico-públicas 
podrán prever en sus Estatutos que los bienes y derechos resul-
tantes de la liquidación reviertan a su fundador. 

CAPÍTULO VII 
Del Protectorado de las Fundaciones Andaluzas 

Artículo 44. Protectorado. 

1. El Protectorado de las Fundaciones Andaluzas es el órgano 
administrativo de asesoramiento y apoyo técnico de las fundacio-
nes, que velará por el correcto ejercicio del derecho de fundación 
y por la legalidad de la constitución y funcionamiento de aquéllas. 

2. El Protectorado de las Fundaciones Andaluzas será ejerci-
do por la Consejería competente en materia de fundaciones, en 
la forma que se determine reglamentariamente. 

3. El Protectorado ejerce las funciones que le atribuye la pre-
sente Ley y demás legislación aplicable, respecto de las entida-
des inscritas en el Registro de Fundaciones de Andalucía. 

Artículo 45. Funciones. 

1. Al Protectorado de las Fundaciones Andaluzas le corres-
ponden las siguientes funciones: 

a) Asesorar a las fundaciones que se encuentren en proceso 
de constitución sobre la normativa aplicable a dicho proceso, y a 
las fundaciones ya inscritas sobre aquellas cuestiones que se re-
fieran tanto a su régimen jurídico, económico-financiero y contable 
como a las actividades a realizar en cumplimiento de sus fines. 

b) Informar sobre la adecuación y suficiencia de la dotación 
y sobre la idoneidad de los fines de las fundaciones en proceso 
de constitución. 

c) Velar por el cumplimiento adecuado de los fines funda-
cionales de acuerdo con la voluntad del fundador y teniendo en 

cuenta la consecución del interés general, así como interpretar, 
suplir e integrar la voluntad del fundador cuando fuere necesa-
rio, conforme a esta Ley. 

d) Velar por la integridad, suficiencia y rentabilidad del pa-
trimonio fundacional y verificar si los recursos económicos de 
las fundaciones han sido aplicados al cumplimiento de los fines 
fundacionales, en los términos previstos en los Estatutos y en la 
Ley, pudiendo solicitar del Patronato la información que a tal 
efecto resulte necesaria. 

e) Difundir la existencia y actividades de las fundaciones. 
f) Ejercer provisionalmente las funciones del órgano de gobier-

no de la fundación si por cualquier motivo faltasen todas las perso-
nas llamadas a integrarlo, designar nuevos patronos o, en los casos 
indicados por la Ley, instar la disolución de la fundación. 

g) Ejercitar la acción de responsabilidad de los patronos en 
los supuestos contemplados en la presente Ley. 

h) Garantizar la legalidad de las modificaciones de Estatutos, fu-
siones y extinciones de las fundaciones, instando, en su caso, las 
correspondientes acciones judiciales. 

i) Controlar el proceso de liquidación de las fundaciones. 
j) Procurar la efectiva y adecuada utilización de la denomina-

ción “fundación”, denunciando, en su caso, ante la autoridad 
competente, su utilización por otra clase de entidades. 

k) Resolver las solicitudes de autorización o aprobación que, 
conforme a lo dispuesto en esta Ley, la precisen, entre ellas la de 
autorizar la constitución por la fundación de otra persona jurídica. 

l) Clasificar a las fundaciones en función de los fines que 
persiguen. 

m) Cuantas otras funciones le confieran las leyes. 
2. En todo caso, el Protectorado está legitimado para ejercitar 

la correspondiente acción de responsabilidad por los actos rela-
cionados en el artículo 25.2 de la presente Ley y para instar el 
cese de los patronos en el supuesto contemplado en la letra d) 
del artículo 26.1 de la misma. 

Asimismo, está legitimado para impugnar los actos y acuer-
dos del Patronato que sean contrarios a los preceptos legales o 
estatutarios por los que se rige la fundación. 

3. Cuando el Protectorado encuentre indicios racionales de ili-
citud penal en la actividad de una fundación, dictará resolución 
motivada, dando traslado de toda la documentación al Ministerio 
Fiscal o al órgano jurisdiccional competente, comunicando esta 
circunstancia a la fundación interesada. 

Artículo 46. Régimen jurídico de los actos del Protectorado. 

1. La tramitación de las autorizaciones a que hace referen-
cia la presente Ley se regirá por lo prescrito en la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administracio-
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nes Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, siendo 
el plazo de resolución y notificación de tres meses. 

Transcurrido dicho plazo sin haberse notificado la resolución 
expresa, podrán entenderse estimadas las solicitudes, sin per-
juicio de la resolución que debe dictarse en los términos del ar-
tículo 42 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 

2. El plazo para resolver y notificar se suspenderá cuando la 
solicitud no reúna los requisitos necesarios o no se presenten 
debidamente documentados y el Protectorado de las Fundacio-
nes Andaluzas así lo estime mediante acto motivado que notifi-
cará al Patronato, por el tiempo que medie entre la notificación 
del requerimiento y su efectivo cumplimiento por el destinatario 
o, en su defecto, el transcurso del plazo concedido. 

Artículo 47. Intervención temporal. 

1. Si el Protectorado advirtiera una grave irregularidad en la 
gestión económica que ponga en peligro la subsistencia de la 
fundación, o una desviación grave entre los fines fundacionales 
y la actividad realizada, requerirá del Patronato, una vez oído és-
te, la adopción de las medidas que estime pertinentes para la 
corrección de aquéllas. 

2. Si el requerimiento al que se refiere el apartado anterior 
no fuese atendido en el plazo que al efecto se señale, el Protec-
torado podrá solicitar de la autoridad judicial que acuerde, pre-
via audiencia del Patronato, la intervención temporal de la fun-
dación. 

Autorizada judicialmente la intervención de la fundación, el 
Protectorado asumirá todas las atribuciones legales y estatuta-
rias del Patronato durante el tiempo que determine el juez. La 
intervención quedará alzada al expirar el plazo establecido, salvo 
que se acceda a prorrogarla mediante una nueva resolución ju-
dicial. 

3. La resolución judicial que acuerde la intervención tempo-
ral de la fundación se inscribirá en el Registro de Fundaciones 
de Andalucía. Asimismo, será objeto de inscripción la demanda 
que se interponga solicitando aquélla. 

Artículo 48. Recursos jurisdiccionales. 

1. Los actos del Protectorado ponen fin a la vía administrati-
va y serán impugnables ante el orden jurisdiccional contencio-
so-administrativo. 

2. Las resoluciones dictadas en los recursos contra la califi-
cación del Registro de Fundaciones de Andalucía ponen fin a la 
vía administrativa y podrán ser impugnadas ante el orden juris-
diccional contencioso-administrativo. 

3. Corresponderá al Juzgado de Primera Instancia del domi-
cilio de la fundación conocer, de acuerdo con los trámites del 
proceso declarativo que corresponda, de las pretensiones a las 
que se refieren los artículos 10.2, 13.2, 25.2, 26.1 d), 27.4, 
40.3, 41.5, 42.1 f), 42.2, 42.3, 45.2 y 47.2 de la presente Ley. 

CAPÍTULO VIII 
Del Registro de Fundaciones de Andalucía 

Artículo 49. El Registro de Fundaciones de Andalucía. 

1. El Registro de Fundaciones de Andalucía, adscrito a la Con-
sejería competente en materia de fundaciones, tendrá por obje-
to la inscripción de las mismas y de los actos que con arreglo a 
las leyes sean inscribibles. 

2. La inscripción de las fundaciones, que deberá contener los 
extremos indicados en el artículo 11 de esta Ley, requerirá, en 
todo caso, el informe favorable del Protectorado, en cuanto a la 
idoneidad de los fines de interés general y a la determinación de 
la suficiencia de la dotación.  

3. La estructura y funcionamiento del Registro, así como los 
plazos de inscripción, se determinarán reglamentariamente. 

Artículo 50. Funciones. 

Son funciones del Registro de Fundaciones de Andalucía: 
a) La inscripción de las fundaciones, así como los demás actos 

inscribibles, con arreglo a esta Ley y sus normas reglamentarias. 
b) El depósito y archivo de los documentos a que se refiere la 

presente Ley y sus normas reglamentarias. 
c) La legalización de los libros que hayan de llevar las funda-

ciones reguladas en la presente Ley. 
d) Dar traslado al Registro de Fundaciones de competencia 

estatal, para constancia y publicidad general, de las inscripcio-
nes de constitución de fundaciones o, en su caso, de extinción 
de las mismas. 

e) Cualquier otra que se le atribuya reglamentariamente. 

Artículo 51. Principios registrales. 

1. El Registro de Fundaciones de Andalucía será único y sur-
tirá efectos constitutivos y de publicidad formal y material frente 
a terceros. Ésta se hará efectiva por certificación del contenido 
de los asientos expedida por el responsable del Registro o sim-
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ple nota informativa o copia compulsada de los asientos y de los 
documentos depositados en el Registro. 

2. Los actos inscritos en el Registro se presumen válidos. 
Respecto de los documentos depositados que no hayan causado 
inscripción, tan solo se presumirá su regularidad formal. 

3. Los actos sujetos a inscripción y no inscritos no perjudica-
rán a terceros de buena fe. La buena fe del tercero se presume 
en tanto no se pruebe que conocía el acto sujeto a inscripción y 
no inscrito. 

4. Lo dispuesto en este artículo se entiende sin perjuicio de 
la normativa reguladora de otros Registros públicos existentes. 

Artículo 52. Régimen jurídico de los actos del Registro 

1. La tramitación de los procedimientos de inscripción en el 
Registro de Fundaciones de Andalucía se regirá por la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y demás 
normativa que regule su organización y funcionamiento en todo 
lo que no contravenga a esta Ley. 

2. La solicitud de primera inscripción de constitución de una 
fundación se resolverá en el plazo de seis meses contados desde 
el día siguiente a su recepción en el órgano competente para re-
solver, entendiéndose desestimada si transcurrido dicho plazo no 
se hubiera notificado resolución expresa. 

3. El cómputo del plazo para notificar la resolución expresa se 
suspenderá: 

a) Por el tiempo que medie entre la petición del preceptivo 
informe que sobre idoneidad de fines y suficiencia dotacional ha 
de emitir el Protectorado de acuerdo con lo dispuesto en el ar-
tículo 49 de esta Ley y su efectiva recepción, sin que pueda exce-
der en ningún caso de tres meses. 

b) Cuando se requiera a los interesados para la subsanación de 
deficiencias, por el tiempo que medie entre la notificación del re-
querimiento y su efectivo cumplimiento o, en su defecto, el trans-
curso del plazo concedido. 

CAPÍTULO IX 
Del Consejo de Fundaciones de la Comunidad 

Autónoma de Andalucía 

Artículo 53. Creación. 

1. El Consejo de Fundaciones de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía es un órgano de carácter consultivo adscrito a la Con-
sejería competente en materia de fundaciones. 

2. Reglamentariamente se regularán la estructura y composi-
ción del Consejo de Fundaciones de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía, en el que estarán representadas la Administración de 
la Junta de Andalucía y las fundaciones, atendiendo a la existencia 
de asociaciones de fundaciones con implantación en Andalucía. 

Artículo 54. Funciones. 

Son funciones del Consejo de Fundaciones de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía: 

a) Asesorar, informar y dictaminar, cuando así se solicite, 
sobre cualquier disposición legal o reglamentaria que afecte di-
rectamente a las fundaciones. 

b) Elevar las propuestas que estime pertinentes a la Conseje-
ría competente en materia de fundaciones. 

c) Planificar y proponer las actuaciones necesarias para la 
promoción y fomento de las fundaciones. 

d) Las demás que le atribuyan las disposiciones vigentes. 

CAPÍTULO X 
Fundaciones del sector público de la Comunidad 

Autónoma de Andalucía 

Artículo 55. Concepto. 

1. A los efectos de esta Ley, se consideran fundaciones del sec-
tor público de la Comunidad Autónoma de Andalucía tanto aque-
llas que se constituyan con una aportación mayoritaria, directa o 
indirecta, de la Administración de la Junta de Andalucía, sus or-
ganismos públicos o demás entidades o empresas de la Junta de 
Andalucía, como aquellas que su patrimonio fundacional, con un 
carácter de permanencia, esté formado en más de un cincuenta 
por ciento por bienes o derechos aportados o cedidos por dichas 
entidades. 

2. Asimismo, serán consideradas fundaciones del sector pú-
blico de la Comunidad Autónoma de Andalucía aquellas en las 
que la Administración de la Junta de Andalucía tenga una repre-
sentación mayoritaria. Se entenderá que existe ésta cuando más 
de la mitad de los miembros de los órganos de administración, 
dirección o vigilancia de la fundación sean nombrados por la 
Junta de Andalucía, a través de cualquiera de sus instituciones, 
entidades, órganos, organismos autónomos o empresas. 

Artículo 56. Creación y extinción. 

1. La creación y extinción de fundaciones del sector público 
de la Comunidad Autónoma de Andalucía, la adquisición y pérdi-
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da de la representación mayoritaria, así como la modificación de 
sus fines fundacionales, deberán ser autorizadas por Acuerdo del 
Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía, que determinará 
las condiciones generales que deben cumplir todos estos actos y 
designará a la persona que haya de actuar por ella en el acto de 
constitución y, en su caso, a su representante o representantes 
en el Patronato. 

2. En el procedimiento de autorización deberá incluirse una 
memoria, que deberá ser informada por la Consejería compe-
tente en materia de organización de la Junta de Andalucía, en 
la que se justifiquen suficientemente las razones por las que 
se considera que existirá una mejor consecución de los fines 
de interés general perseguidos a través de una fundación, que 
mediante otras formas jurídicas contempladas en la normativa 
vigente. 

3. Deberá presentarse, igualmente, una memoria económica, 
que requerirá informe de la Consejería de Economía y Hacienda 
de la Junta de Andalucía, en la que se justificará la suficiencia de 
la dotación inicialmente prevista para el comienzo de la actividad 
de la fundación y, en su caso, los compromisos futuros que ga-
ranticen su continuidad. 

Artículo 57. Régimen jurídico. 

1. Las fundaciones del sector público de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía no podrán ejercer potestades públicas, ni 
comportar el establecimiento de servicios públicos. Además, po-
drán realizar únicamente actividades relacionadas con el ámbito 
competencial de las entidades fundadoras, debiendo contribuir 
a la consecución de los fines de las mismas, sin que ello supon-
ga la asunción de la titularidad de las competencias de éstas, 
salvo previsión legal expresa. 

2. El Protectorado de estas fundaciones se ejercerá por la 
Consejería competente en materia de fundaciones. Igualmente 
sucederá con las fundaciones que estén constituidas por una o 
más personas jurídico-públicas, cualquiera que sea el ámbito 
territorial de actuación de las mismas, siempre que desempe-
ñen su actividad principalmente en Andalucía, las cuales esta-
rán sujetas a lo previsto en esta Ley y en la Ley 5/1983, de 19 de 
julio, General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autóno-
ma de Andalucía. 

3. En materia de presupuestos, contabilidad y auditoría de 
cuentas, las fundaciones previstas en este capítulo se regirán 
por lo dispuesto en la Ley citada en el apartado anterior. 

Las fundaciones reguladas en este capítulo remitirán a la 
Intervención General de la Junta de Andalucía sus cuentas 
anuales una vez aprobadas. En el supuesto de que exista obli-
gación de someter a auditoría externa las cuentas anuales de 

estas fundaciones, su realización corresponderá al órgano cita-
do anteriormente. 

4. La selección del personal de las fundaciones del sector pú-
blico de la Comunidad Autónoma de Andalucía deberá realizarse, 
en todo caso, con sujeción a los principios de igualdad, mérito, 
capacidad y publicidad en la correspondiente convocatoria. 

Asimismo, su contratación deberá ajustarse a la normativa 
básica estatal en la materia y a la que corresponda aprobar a la 
Comunidad Autónoma de Andalucía. 

5. Cuando se realicen actividades que supongan la disposición 
dineraria de fondos, sin contraprestación directa de los beneficia-
rios, para la ejecución de actuaciones o proyectos específicos, di-
cha actividad se ajustará a los principios de publicidad, concu-
rrencia y objetividad, siempre que tales recursos provengan del 
sector público de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

6. En los aspectos no regulados específicamente en este Ca-
pítulo, las fundaciones en él reguladas se regirán, con carácter 
general, por lo dispuesto en la presente Ley. 

Disposición adicional primera. Conformidad con la norma-
tiva estatal de aplicación general en materia de fundaciones. 

El contenido de los artículos 1.2; 2 a 7; 8; 9; 10; 11, letras a), 
b), c), d) y f); 12 a 15; 22.2, 24 c); 25; 26; 27, apartados 1, 4 
y 5; 28.1; 29; 30.3, segundo párrafo; 40, apartados 1, 2, 3 y 5; 41, 
apartados 1, 4 y 5; 42; 44.1, in fine; 45.2; 47; 48 y 51.4 de la 
presente Ley está redactado de conformidad con los preceptos 
de aplicación general de la Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de 
Fundaciones. 

Disposición adicional segunda. Fundaciones que gestionan 
la obra social de las Cajas de Ahorros con domicilio social en 
Andalucía. 

1. El Protectorado de las fundaciones que gestionen obra so-
cial de las Cajas de Ahorros con domicilio social en Andalucía se 
ejercerá por la Administración de la Junta de Andalucía a través 
de la Consejería competente en materia de Cajas de Ahorros, a 
cuyo titular corresponderán las funciones y facultades propias 
de aquél. 

2. Lo dispuesto en la presente Ley será de aplicación a las fun-
daciones mencionadas en el apartado anterior en todo aquello 
que no se oponga a lo dispuesto en la Ley 15/1999, de 16 de di-
ciembre, de Cajas de Ahorro de Andalucía; en el Reglamento de la 
citada Ley, aprobado por Decreto 138/2002, de 30 de abril, y de-
más disposiciones específicas de aplicación a las mismas. 
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Disposición adicional tercera. Registro de Fundaciones de 
competencia estatal. 

La Comunidad Autónoma de Andalucía podrá requerir del 
Registro de Fundaciones de competencia estatal o de los Protec-
torados de idéntico ámbito competencial la documentación e in-
formación relativa a las fundaciones domiciliadas en Andalucía, 
al objeto de determinar su ámbito territorial de actividad. 

Disposición adicional cuarta. Fundaciones de las Universi-
dades andaluzas. 

A los efectos previstos en el artículo 1 de esta Ley, se enten-
derá que las fundaciones constituidas por las Universidades pú-
blicas andaluzas desarrollan principalmente sus actividades en 
Andalucía. 

Disposición adicional quinta. Obligaciones de fedatarios pú-
blicos. 

Los Notarios que, dentro de su competencia, autoricen do-
cumentos de los que, conforme a la presente Ley, tenga que 
quedar constancia en el Registro de Fundaciones de Andalucía 
deberán dar cuenta de su otorgamiento al Protectorado. 

Disposición adicional sexta. Adaptación al Plan General de 
Contabilidad. 

Serán aplicables a las fundaciones reguladas en esta Ley las 
normas de adaptación del Plan General de Contabilidad a las en-
tidades sin ánimo de lucro y las normas de elaboración del plan 
de actuación de dichas entidades. 

Disposición transitoria primera. Adaptación de los Estatu-
tos de las fundaciones preexistentes a esta Ley. 

1. En el plazo de tres años a partir de la entrada en vigor de 
la presente Ley, las fundaciones ya constituidas y que se en-
cuentren en el ámbito de aplicación de la misma deberán adap-
tar, en su caso, sus Estatutos a lo dispuesto en ella, excepto en 
lo relativo a su dotación, y presentarlos en el Registro de Funda-
ciones de Andalucía. 

De manera excepcional, el Protectorado podrá prorrogar has-
ta un máximo de un año más dicho plazo, previa solicitud razo-
nada del Patronato y cuando consten acreditadas circunstancias 
que objetivamente lo justifiquen. 

2. Transcurrido el plazo a que se refiere el apartado anterior 
sin haberse producido la adaptación de Estatutos, cuando la 
misma sea necesaria, no se inscribirá documento alguno de la 
fundación en el Registro de Fundaciones de Andalucía hasta que 
la adaptación se haya verificado, todo ello sin perjuicio de lo dis-
puesto en el artículo 40.3 de esta Ley. 

3. El incumplimiento de las obligaciones previstas en esta dis-
posición transitoria por alguna fundación provocará que la misma 
no pueda obtener subvenciones o ayudas públicas de la Junta de 
Andalucía, sin perjuicio de las responsabilidades en que, confor-
me a la Ley, pudiera incurrir. 

Disposición transitoria segunda. Protectorado de fundaciones. 

Hasta tanto se apruebe la regulación reglamentaria del Protec-
torado de las Fundaciones Andaluzas previsto en el Capítulo VII de 
esta Ley, las fundaciones sometidas a su ámbito de aplicación 
continuarán adscritas a los Protectorados actualmente existentes. 

Disposición transitoria tercera. Fundaciones preexistentes 
del sector público de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

Las fundaciones del sector público de la Comunidad Autóno-
ma de Andalucía ya constituidas deberán, en su caso, adaptar 
sus Estatutos a lo dispuesto en el Capítulo X de la presente Ley, 
en el plazo de un año a contar desde la fecha de su entrada en 
vigor. 

Disposición derogatoria única. Derogación normativa. 

Quedan derogadas todas aquellas disposiciones, de igual o 
inferior rango, que se opongan a lo previsto en la presente Ley o 
lo contradigan. 

Disposición final primera. Desarrollo reglamentario. 

Se autoriza al Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía 
para dictar las disposiciones necesarias para el desarrollo y eje-
cución de la presente Ley. 

Disposición final segunda. Entrada en vigor. 

La presente Ley entrará en vigor a los tres meses de su publi-
cación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía. 
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7-04/PL-000004, Ley de creación del Colegio 
Profesional de Ingenieros en Informática de 
Andalucía 

 

Aprobada por el Pleno del Parlamento en sesión celebrada los 
días 18 y 19 de mayo de 2005 
Orden de publicación de 23 de mayo de 2005 

LEY DE CREACIÓN DEL COLEGIO PROFESIONAL 
DE INGENIEROS EN INFORMÁTICA DE ANDALUCÍA 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

El artículo 13.24 del Estatuto de Autonomía para Andalucía 
atribuye a esta Comunidad Autónoma la competencia exclusiva 
sobre colegios profesionales y ejercicio de las profesiones titula-
das, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 36 y 139 de la 
Constitución. 

Por la Asociación de Doctores, Licenciados e Ingenieros en In-
formática se autorizó, el día 25 de febrero de 1998, a su Demarca-
ción de Andalucía para realizar en su nombre la petición de crea-
ción del Colegio Oficial de Ingenieros en Informática con ámbito 
territorial de actuación en Andalucía; igualmente, la Asociación de 
Licenciados en Informática de Andalucía acordó, en su Junta Di-
rectiva del día 2 de enero de 2001, realizar idéntica petición, 
cumpliéndose, de esta manera, con el requisito que hoy establece 
el apartado 1 del artículo 10 de la Ley 10/2003, de 6 de noviem-
bre, reguladora de los Colegios Profesionales de Andalucía. 

La informática, como disciplina académica, nació en 1969 con 
la creación del Instituto de Informática, al considerarse que para 
el correcto ejercicio profesional era precisa la obtención previa de 
formación técnica y profesional.  

Los estudios de informática obtuvieron la oficialidad de su 
docencia de carácter universitario mediante Decreto 327/1976, 
de 26 de febrero, que creó las Facultades de Informática, así co-
mo los títulos de Doctor y Licenciado en Informática. El Real De-
creto 1459/1990, de 26 de octubre, estableció el título universitario 
oficial de Ingeniero en Informática y aprobó las directrices genera-
les propias de los planes de estudios conducentes a su obtención. El 
título de Licenciado en Informática se homologó al de Ingeniero en 
Informática, por Real Decreto 1954/1994, de 30 de septiembre. 

La importancia creciente de la informática en prácticamente 
todos los sectores de la sociedad, su desarrollo científico y la evo-
lución de la tecnología en el último cuarto del siglo XX, ha origi-
nado el que la sociedad española, y en concreto la andaluza, 

cuente en la actualidad con numerosos profesionales en este 
campo con titulación académica suficiente para el ejercicio profe-
sional –actualmente se imparten enseñanzas de Ingeniero en In-
formática en diversas Universidades de Andalucía–, habiéndose 
puesto de manifiesto por los mismos la necesidad de contar con 
una organización colegial en Andalucía que, por un lado, sirva de 
protección a los intereses generales de la sociedad y, por otro, sir-
va a los propios intereses profesionales mediante la asistencia y 
protección de sus miembros.  

La protección frente a abusos informáticos, el intrusismo pro-
fesional y la influencia que la nueva técnica puede ejercer en de-
trimento de la privacidad del ciudadano hacen indispensable la 
ordenación de la profesión y su control deontológico, constitu-
yendo las razones de interés público que avalan la creación del 
Colegio Profesional de Ingenieros en Informática de Andalucía. 

Artículo 1. Creación. 

Se crea el Colegio Profesional de Ingenieros en Informática de 
Andalucía como corporación de Derecho público, que adquirirá 
personalidad jurídica propia y plena capacidad de obrar para el 
cumplimiento de sus fines cuando se constituyan sus órganos de 
gobierno. 

Artículo 2. Ámbito territorial. 

El ámbito territorial de actuación del Colegio Profesional es el 
de Andalucía. 

Artículo 3. Ámbito personal. 

Podrán integrarse en el Colegio Profesional de Ingenieros en 
Informática de Andalucía los profesionales que se encuentren 
en posesión de la titulación universitaria oficial de Ingeniero en 
Informática, obtenida de conformidad con lo dispuesto en el 
Real Decreto 1459/1990, de 26 de octubre, o del título universi-
tario oficial de Licenciado en Informática, homologado por Real 
Decreto 1954/1994, de 30 de septiembre, o título extranjero 
equivalente debidamente homologado por la autoridad compe-
tente, sin perjuicio de lo que resulte de la aplicación de la nor-
mativa de la Unión Europea. 

Artículo 4. Obligatoriedad de la colegiación. 

Para el ejercicio de la profesión de Ingeniero en Informática en 
Andalucía, será requisito indispensable la incorporación al Colegio 
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Profesional de Ingenieros en Informática de Andalucía, sin perjui-
cio del respeto al principio de colegiación única establecido en la 
normativa básica estatal en materia de colegios profesionales, así 
como de lo dispuesto en el artículo 4 de la Ley 10/2003, de 6 de 
noviembre, reguladora de los Colegios Profesionales de Andalucía, 
y de la aplicación de la normativa de la Unión Europea.  

Artículo 5. Relaciones con la Administración autonómica. 

El Colegio Profesional de Ingenieros en Informática de Andalu-
cía se relacionará con la Consejería de la Junta de Andalucía com-
petente en materia de colegios profesionales en lo referente a los 
aspectos institucionales y corporativos y, en lo relativo a los con-
tenidos propios de la profesión, con las Consejerías de la Junta de 
Andalucía cuyas competencias tengan relación con la misma, en 
cada caso. 

Disposición adicional única. Funciones de Consejo Andaluz 
de Colegios Profesionales. 

El Colegio Profesional de Ingenieros en Informática de Andalucía 
asumirá, cuando proceda, las funciones que la Ley 6/1995, de 29 
de diciembre, establece para los Consejos Andaluces de Colegios 
Profesionales. 

Disposición transitoria primera. Elaboración de las normas 
reguladoras del periodo constituyente del Colegio Profesional. 

1. El titular de la Consejería de Justicia y Administración Públi-
ca designará una Comisión Gestora, integrada por representantes 
de la Asociación de Doctores, Licenciados e Ingenieros en Infor-
mática, Demarcación de Andalucía, y de la Asociación de Licen-
ciados en Informática de Andalucía. 

2. La Comisión Gestora, en el plazo de seis meses, redactará 
los Estatutos provisionales del Colegio Profesional de Ingenieros 
en Informática de Andalucía, que regularán, necesariamente, el 
procedimiento de convocatoria de la Asamblea constituyente del 
Colegio Profesional, su funcionamiento, los requisitos para la ad-
quisición de la condición de colegiado, que permitirá participar en 
dicha Asamblea, así como la constitución de los órganos de go-
bierno del Colegio Profesional. 

3. La Comisión Gestora elaborará el censo de profesionales que 
reúnen los requisitos de titulación establecidos en el artículo 3 de 
esta Ley. 

4. Los Estatutos provisionales del Colegio Profesional serán 
remitidos a la Consejería de Justicia y Administración Pública, 

para su aprobación y publicación en el Boletín Oficial de la 
Junta de Andalucía. 

5. La Asamblea constituyente del Colegio Profesional deberá 
ser convocada en el plazo de cuatro meses contados a partir de la 
aprobación de los Estatutos provisionales. 

6. La convocatoria de la Asamblea constituyente del Colegio 
Profesional se publicará en el Boletín Oficial de la Junta de An-
dalucía y, al menos, en dos de los periódicos de mayor difusión 
en Andalucía, con una antelación mínima de dos meses respecto 
de la fecha de su celebración. 

Disposición transitoria segunda. Funciones de la Asamblea 
constituyente. 

La Asamblea constituyente del Colegio Profesional de Ingenie-
ros en Informática de Andalucía deberá pronunciarse sobre la 
gestión realizada por la Comisión Gestora, aprobar los Estatutos 
definitivos del Colegio Profesional y proceder a la elección de las 
personas que ocuparán los cargos correspondientes en los órga-
nos de gobierno colegiales. 

Disposición transitoria tercera. Aprobación de los Estatutos 
por la Administración.  

Los Estatutos, una vez aprobados por la Asamblea constituyen-
te del Colegio Profesional, junto con el acta certificada, serán re-
mitidos a la Consejería de Justicia y Administración Pública para 
la verificación de su legalidad, inscripción en los correspondientes 
Registros en materia de Colegios Profesionales, y publicación en el 
Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.  

Disposición final primera. Desarrollo de la Ley. 

Se autoriza al Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía 
para dictar cuantas disposiciones sean precisas para el desarrollo 
y ejecución de lo previsto en esta Ley. 

Disposición final segunda. Entrada en vigor. 

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publi-
cación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía. 
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7-04/PL-000005, Ley de creación del Colegio Pro-
fesional de Ingenieros Técnicos en Informática 
de Andalucía 

 

Aprobada por el Pleno del Parlamento en sesión celebrada los 
días 18 y 19 de mayo de 2005 
Orden de publicación de 23 de mayo de 2005 

LEY DE CREACIÓN DEL COLEGIO PROFESIONAL 
DE INGENIEROS TÉCNICOS EN INFORMÁTICA DE ANDALUCÍA 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

El artículo 13.24 del Estatuto de Autonomía para Andalucía 
atribuye a esta Comunidad Autónoma la competencia exclusiva 
sobre colegios profesionales y ejercicio de las profesiones titula-
das, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 36 y 139 de la 
Constitución. 

Por la Asociación de Doctores, Licenciados e Ingenieros en 
Informática se autorizó, el día 25 de febrero de 1998, a su De-
marcación de Andalucía para realizar en su nombre la petición de 
creación del Colegio de Ingenieros Técnicos en Informática con 
ámbito territorial de actuación en Andalucía, cumpliéndose, de 
esta manera, con el requisito que hoy establece el apartado 1 del 
artículo 10 de la Ley 10/2003, de 6 de noviembre, reguladora de 
los Colegios Profesionales de Andalucía.  

La informática, como disciplina académica, nació en 1969 con 
la creación del Instituto de Informática, al considerarse que para 
el correcto ejercicio profesional era precisa la obtención previa de 
formación técnica y profesional.  

Los estudios de informática obtuvieron la oficialidad de su 
docencia de carácter universitario mediante Decreto 327/1976, 
de 26 de febrero, que creó las Facultades de Informática. Los Rea-
les Decretos 1460/1990, y 1461/1990, de 26 de octubre, estable-
cieron, respectivamente, los títulos universitarios oficiales de In-
geniero Técnico en Informática de Gestión y de Ingeniero Técnico 
en Informática de Sistemas, aprobando las directrices generales 
propias de los planes de estudios conducentes a su obtención. El 
título de Diplomado en Informática fue homologado a los de In-
geniero Técnico en Informática de Gestión e Ingeniero Técnico en 
Informática de Sistemas, por Real Decreto 1954/1994, de 30 de 
septiembre. 

La importancia creciente de la informática en prácticamente 
todos los sectores de la sociedad, su desarrollo científico y la evo-

lución de la tecnología en el último cuarto del siglo XX, ha origi-
nado el que la sociedad española, y en concreto la andaluza, 
cuente en la actualidad con numerosos profesionales en este 
campo con titulación académica suficiente para el ejercicio profe-
sional –actualmente se imparten enseñanzas de Ingeniero Técni-
co en Informática de Gestión y de Ingeniero Técnico en Informáti-
ca de Sistemas por todas las Universidades de Andalucía–, 
habiéndose puesto de manifiesto por los mismos la necesidad de 
contar con una organización colegial en Andalucía que, por un la-
do, sirva de protección a los intereses generales de la sociedad y, 
por otro, sirva a los propios intereses profesionales mediante la 
asistencia y protección de sus miembros.  

La protección frente a abusos informáticos, el intrusismo pro-
fesional y la influencia que la nueva técnica puede ejercer en de-
trimento de la privacidad del ciudadano hacen indispensable la 
ordenación de la profesión y su control deontológico, constitu-
yendo las razones de interés público que avalan la creación del 
Colegio Profesional de Ingenieros Técnicos en Informática de An-
dalucía. 

Artículo 1. Creación. 

Se crea el Colegio Profesional de Ingenieros Técnicos en In-
formática de Andalucía como corporación de Derecho público, 
que adquirirá personalidad jurídica propia y plena capacidad de 
obrar para el cumplimiento de sus fines cuando se constituyan 
sus órganos de gobierno. 

Artículo 2. Ámbito territorial. 

El ámbito territorial de actuación del Colegio Profesional es el 
de Andalucía. 

Artículo 3. Ámbito personal. 

Podrán integrarse en el Colegio Profesional de Ingenieros Téc-
nicos en Informática de Andalucía los profesionales que se en-
cuentren en posesión de la titulación universitaria oficial de Inge-
niero Técnico en Informática de Gestión o de Ingeniero Técnico 
en Informática de Sistemas, obtenidas de conformidad con lo dis-
puesto en los Reales Decretos 1460/1990 y 1461/1990, de 26 de oc-
tubre, respectivamente, o del título universitario oficial de Diploma-
do en Informática, homologado por Real Decreto 1954/1994, de 30 
de septiembre, o título extranjero equivalente debidamente 
homologado por la autoridad competente, sin perjuicio de lo que 
resulte de la aplicación de la normativa de la Unión Europea. 



BOPA núm. 206 Andalucía, 27 de mayo de 2005 Pág. núm. 12.689 
 

 

Boletín Oficial del Parlamento de Andalucía 

Artículo 4. Obligatoriedad de la colegiación. 

Para el ejercicio de la profesión de Ingeniero Técnico en In-
formática en Andalucía, será requisito indispensable la incorpora-
ción al Colegio Profesional de Ingenieros Técnicos en Informática 
de Andalucía, sin perjuicio del respeto al principio de colegiación 
única establecido en la normativa básica estatal en materia de co-
legios profesionales, así como de lo dispuesto en el artículo 4 de 
la Ley 10/2003, de 6 de noviembre, reguladora de los Colegios 
Profesionales de Andalucía, y de la aplicación de la normativa de 
la Unión Europea.  

Artículo 5. Relaciones con la Administración autonómica. 

El Colegio Profesional de Ingenieros Técnicos en Informática 
de Andalucía se relacionará con la Consejería de la Junta de Anda-
lucía competente en materia de colegios profesionales en lo refe-
rente a los aspectos institucionales y corporativos y, en lo relativo 
a los contenidos propios de la profesión, con las Consejerías de la 
Junta de Andalucía cuyas competencias tengan relación con la 
misma, en cada caso. 

Disposición adicional única. Funciones de Consejo Andaluz 
de Colegios Profesionales. 

El Colegio Profesional de Ingenieros Técnicos en Informáti-
ca de Andalucía asumirá, cuando proceda, las funciones que 
la Ley 6/1995, de 29 de diciembre, establece para los Consejos 
Andaluces de Colegios Profesionales. 

Disposición transitoria primera. Elaboración de las normas 
reguladoras del periodo constituyente del Colegio Profesional. 

1. El titular de la Consejería de Justicia y Administración Públi-
ca designará una Comisión Gestora, a propuesta de la Demarca-
ción de Andalucía de la Asociación de Doctores, Licenciados e In-
genieros en Informática. 

2. La Comisión Gestora, en el plazo de seis meses, redactará 
los Estatutos provisionales del Colegio Profesional de Ingenieros 
Técnicos en Informática de Andalucía, que regularán, necesaria-
mente, el procedimiento de convocatoria de la Asamblea constitu-
yente del Colegio Profesional, su funcionamiento, los requisitos 
para la adquisición de la condición de colegiado, que permitirá 
participar en dicha Asamblea, así como la constitución de los ór-
ganos de gobierno del Colegio Profesional. 

3. La Comisión Gestora elaborará el censo de profesionales que 
reúnen los requisitos de titulación establecidos en el artículo 3 de 
esta Ley. 

4. Los Estatutos provisionales del Colegio Profesional serán 
remitidos a la Consejería de Justicia y Administración Pública, pa-
ra su aprobación y publicación en el Boletín Oficial de la Junta 
de Andalucía. 

5. La Asamblea constituyente del Colegio Profesional deberá 
ser convocada en el plazo de cuatro meses, contados a partir de la 
aprobación de los Estatutos provisionales. 

6. La convocatoria de la Asamblea constituyente del Colegio 
Profesional se publicará en el Boletín Oficial de la Junta de An-
dalucía y, al menos, en dos de los periódicos de mayor difusión 
en Andalucía, con una antelación mínima de dos meses respecto 
de la fecha de su celebración. 

Disposición transitoria segunda. Funciones de la Asamblea 
constituyente. 

La Asamblea constituyente del Colegio Profesional de Ingenie-
ros Técnicos en Informática de Andalucía deberá pronunciarse 
sobre la gestión realizada por la Comisión Gestora, aprobar los Es-
tatutos definitivos del Colegio Profesional y proceder a la elección 
de las personas que ocuparán los cargos correspondientes en los 
órganos de gobierno colegiales. 

Disposición transitoria tercera. Aprobación de los Estatutos 
por la Administración. 

 Los Estatutos, una vez aprobados por la Asamblea constitu-
yente del Colegio Profesional, junto con el acta certificada, serán 
remitidos a la Consejería de Justicia y Administración Pública para 
la verificación de su legalidad, inscripción en los correspondientes 
Registros en materia de Colegios Profesionales, y publicación en el 
Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.  

Disposición final primera. Desarrollo de la Ley. 

Se autoriza al Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía 
para dictar cuantas disposiciones sean precisas para el desarrollo 
y ejecución de lo previsto en esta Ley. 

Disposición final segunda. Entrada en vigor. 

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publi-
cación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía. 
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2.1 PROYECTOS DE LEY, PROPOSICIONES DE LEY Y OTROS 
PROYECTOS DE NORMAS 

2.1.1 PROYECTOS DE LEY 

7-05/PL-000002, Proyecto de Ley de Medidas pa-
ra la Vivienda Protegida y el Suelo 

 

Envío a la Comisión de Infraestructuras, Transportes y Vivienda 
Tramitación por el procedimiento de urgencia, según lo previsto 
en el artículo 99 del Reglamento de la Cámara 
Apertura del plazo de ocho días hábiles, a partir de su publica-
ción, para la presentación de enmiendas a la totalidad, según lo 
previsto en los artículos 100 y 111 del Reglamento de la Cámara 
Sesión de la Mesa del Parlamento de 25 de mayo de 2005 
Orden de publicación de 25 de mayo de 2005 

PROYECTO DE LEY DE MEDIDAS PARA LA VIVIENDA 
PROTEGIDA Y EL SUELO 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

1 

Uno de los principales fines de la Ley 7/2002, de 17 de di-
ciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía, es hacer efecti-
vo el mandato constitucional contenido en el artículo 47 de la 
Constitución, en orden a garantizar el acceso a una vivienda dig-
na. Para ello, desde el entendimiento del urbanismo como una 
función pública, se avanzó en los mecanismos de intervención 
pública en el mercado del suelo, mediante la regulación de diver-
sos instrumentos a fin de facilitar la disponibilidad de suelo para 
las políticas públicas de vivienda y de agilizar los procesos de 
transformación del suelo. 

Entre estos mecanismos, la Ley de Ordenación Urbanística de 
Andalucía recoge no sólo la necesidad de que los Planes de Orde-
nación Urbanística de todos los municipios contengan las disposi-
ciones que garanticen el suelo suficiente para viviendas de protec-
ción oficial u otros regímenes de protección pública, exigiendo 
para los municipios de relevancia territorial una reserva de, al me-
nos, el treinta por ciento del aprovechamiento objetivo en suelo re-
sidencial, sino que, con el objetivo de dotar a las Administraciones 
de suelo para desarrollar las políticas urbanísticas públicas, regula, 
entre las finalidades de los Patrimonios Públicos de Suelo, la de 
garantizar una oferta suficiente con destino a la ejecución de vi-

viendas de protección oficial u otros regímenes de protección pú-
blica, y fija en el máximo permitido por la legislación estatal la par-
ticipación de la comunidad en las plusvalías generadas por la 
acción urbanística, mediante la cesión de suelo correspondiente al 
diez por ciento del aprovechamiento ya urbanizado. 

Asimismo, la vigente normativa, integrada tanto por el Decre-
to 149/2003, de 10 de junio, que aprueba el Plan Andaluz de Vi-
vienda y Suelo 2003-2007 y regula las actuaciones contenidas 
en el mismo, modificado por el Decreto 463/2004, de 27 de ju-
lio, como por el Real Decreto 1/2002, de 11 de enero, sobre 
medidas de financiación de actuaciones protegidas en materia 
de vivienda y suelo del Plan 2002-2005, y creación de nuevas lí-
neas de actuaciones protegidas para fomentar el arrendamiento 
de viviendas, modificado por el Real Decreto 1721/2004, de 23 
de julio, ha venido a incidir positivamente en orden a facilitar el 
acceso a una vivienda digna. 

2 

No obstante, para reforzar y ampliar este esfuerzo de las Ad-
ministraciones, y en el ejercicio de las competencias que el artícu-
lo 13.8 del Estatuto de Autonomía atribuye a esta Comunidad Au-
tónoma en materia de ordenación del territorio, urbanismo y 
vivienda, se ha considerado necesaria la aprobación del presente 
texto legal de medidas para la vivienda protegida y el suelo, con el 
objetivo principal de vincular la construcción de vivienda protegi-
da y la promoción de suelo enfocando ésta, fundamentalmente, a 
aumentar la oferta de la primera. 

Para que dicha intervención pública en el mercado de suelo 
logre alcanzar su finalidad fundamental, que no es otra que regu-
lar, en defensa del interés general, los precios del suelo en el 
mercado, se considera como uno de los objetivos principales de 
esta Ley el necesario perfeccionamiento, mejora y fortalecimiento 
de los instrumentos anteriormente mencionados. De este modo, 
en ejercicio de la competencia urbanística, se procede a modificar 
y completar determinados aspectos de la Ley de Ordenación Ur-
banística de Andalucía, con la finalidad de garantizar una oferta 
de suelo suficiente con destino a la promoción de viviendas prote-
gidas, no sólo en los municipios de relevancia territorial sino en 
todos los municipios andaluces. 

Se aborda por primera vez en la Comunidad Autónoma, con 
rango de ley, el régimen jurídico de la vivienda protegida con el fin 
de reforzar la acción pública para garantizar su función social. En 
este sentido, se establecen los mecanismos de calificación de la 
vivienda protegida, recogiendo con el nuevo rango la adjudicación 
de estas viviendas, en la que la selección de las personas adqui-
rentes o arrendatarias deberá realizarse, con carácter general, ba-
jo los principios de igualdad, publicidad y concurrencia. Se esta-
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blecen las condiciones para la titularidad de la propiedad de ma-
nera que la duración del régimen de protección se establecerá re-
glamentariamente para cada figura o programa de vivienda pro-
tegida, a la vez que los precios máximos de venta y renta quedan 
establecidos de forma reglamentaria y deberán servir de refe-
rencia para determinar el valor del suelo destinado a vivienda 
protegida. 

Otro aspecto importante del conjunto de medidas considera-
das en la Ley viene referido a la facultad de disponer de la vivien-
da protegida, con dos intervenciones importantes. De una parte, 
se establece el derecho de adquisición preferente de la Comuni-
dad Autónoma sobre las viviendas protegidas de promoción priva-
da, incluso aquéllas que, tras el correspondiente procedimiento 
de adjudicación, queden vacantes. De otra parte, las segundas o 
posteriores ventas estarán sujetas al derecho de tanteo y retracto 
por la Comunidad Autónoma. 

Y, por último, debe destacarse que la Ley contempla una serie 
de medidas enfocadas a reforzar el cumplimiento de la función 
social de la vivienda protegida, regulando con carácter inmediato 
una tipificación de infracciones y sus correspondientes sanciones 
que serán complementadas y ampliadas en la futura Ley de Cali-
dad en la Vivienda en Andalucía, en fase de elaboración. 

3 

La Ley se estructura en un Título Preliminar y dos títulos, que 
integran veintiséis artículos, cinco disposiciones adicionales, una 
disposición transitoria, una derogatoria y una final. 

El Título Preliminar, que consta de un único artículo, establece 
como objeto y finalidad de la Ley la definición del régimen jurídi-
co de determinadas actuaciones en materia de vivienda protegida 
y suelo y el establecimiento de medidas específicas para la pro-
ducción de suelo, con destino a vivienda protegida y otros fines de 
interés social y para el control y prevención del fraude. 

El Título I de la presente Ley, bajo la rúbrica de “Viviendas 
protegidas”, consta de veintidós artículos distribuidos en tres 
capítulos. 

El Capítulo I regula el régimen jurídico de las viviendas prote-
gidas. Define el concepto de las mismas y quienes pueden ser las 
personas titulares y destinatarias de ellas, fijando que el destino 
de las viviendas es constituir el domicilio habitual y permanente 
de dichas personas. Asimismo establece prohibiciones y limita-
ciones a la facultad de disponer de las viviendas protegidas y la su-
jeción, durante todo el período de protección, a limitaciones en el 
precio de venta y renta de las mismas. 

En el Capítulo II se regulan los derechos y las prerrogativas de 
la Administración en materia de vivienda protegida. Entre estas 
prerrogativas se regulan el derecho de adquisición preferente so-
bre las viviendas protegidas de promoción privada por la Adminis-
tración de la Junta de Andalucía, o bien el Ayuntamiento o la enti-
dad pública que sean designados por ella; los derechos de tanteo 

y retracto a favor de la Administración de la Junta de Andalucía; la 
expropiación forzosa para los casos de incumplimiento de la fun-
ción social de las viviendas protegidas, y las causas que motivan el 
desahucio administrativo y el procedimiento para ejercitar el 
mismo. 

El Capítulo III, en cumplimiento del principio de reserva de 
ley, tipifica determinadas conductas como infracciones al régi-
men de viviendas protegidas, graduándose en graves y muy gra-
ves y fijando las correspondientes sanciones y medidas com-
plementarias. 

El Título II de la presente Ley, bajo la rúbrica “Medidas en ma-
teria de suelo residencial”, consta de cuatro artículos, en cada 
uno de los cuales figuran los aspectos de la Ley de Ordenación 
Urbanística de Andalucía que son completados o modificados pa-
ra la consecución de los objetivos establecidos. 

Así, en el artículo 23 se modifican diversos preceptos a fin de 
fomentar la disposición de suelo para la construcción de vivienda 
protegida. En particular, se extiende a todos los municipios la 
obligación de reservar al menos el treinta por ciento de la edifica-
bilidad residencial de cada área o sector con uso residencial para 
su destino a viviendas de protección oficial u otros regímenes de 
protección pública. Con esta nueva regulación se pretende obte-
ner una doble consecuencia: de una parte, que la reserva sufi-
ciente de viviendas sujetas a algún régimen de protección pública 
venga objetivada en función de los nuevos aprovechamientos re-
sidenciales que se prevean en cada municipio, con independencia 
de que sea o no de relevancia territorial, y, de otra, clarificar los 
cálculos previstos en la norma y así facilitar su aplicación en la 
gestión urbanística. De igual manera, se acota la posibilidad de 
que el Plan General de Ordenación Urbanística pueda excepcionar 
esta obligación por circunstancias de densidad y tipología de vi-
vienda, si bien con la necesidad de compensarlo en el resto de 
áreas y sectores, de forma que se asegure una distribución equili-
brada en el conjunto de la ciudad de este tipo de viviendas, a fin 
de favorecer la cohesión social y evitar la segregación territorial de 
los ciudadanos por razón de su nivel de vida. 

Asimismo, se recoge la obligación de localizar concretamente 
en cada área y sector las reservas de terrenos para viviendas de 
protección oficial u otros regímenes de protección pública, en el 
instrumento de planeamiento que contenga la ordenación deta-
llada. En todo caso, como mecanismo necesario para asegurar la 
efectiva materialización de las reservas para la construcción de vi-
viendas de protección pública, se prevé la necesidad de que la or-
denación detallada de las áreas o sectores que contengan reservas 
de terrenos con este destino recoja los plazos de inicio y termina-
ción de dichas viviendas, cuyo incumplimiento puede dar lugar a 
la expropiación de los terrenos por parte de la Administración. 

Por último, para reforzar la seguridad jurídica de los agentes 
públicos y privados se establece que necesariamente sean el Plan 
General de Ordenación Urbanística o, en su caso, el Plan de Or-
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denación Intermunicipal o el Plan de Sectorización los que reco-
jan los coeficientes correctores, al objeto de compensar a quienes 
tengan la propiedad de suelos destinados a viviendas de protec-
ción oficial u otros regímenes de protección pública. 

Las modificaciones que se contienen en el artículo 24 tienen 
por objeto reforzar las medidas previstas en la Ley de Ordenación 
Urbanística de Andalucía para garantizar la reversión a la colecti-
vidad de las plusvalías derivadas de la actividad urbanística e in-
crementar los medios de intervención directa de las Administra-
ciones públicas en el mercado del suelo. 

A fin de dotar de mecanismos a la Administración para mejo-
rar la política de vivienda, se prevé expresamente la posibilidad de 
que mediante convenio urbanístico se acuerde la sustitución de 
los terrenos que hayan de ser cedidos en concepto de participa-
ción de la comunidad en las plusvalías generadas por la actividad 
urbanística, por otros terrenos situados en distintos ámbitos del 
suelo urbano o urbanizable que sean aptos para la construcción 
de viviendas protegidas. 

De otro lado, se amplía a la Administración instrumental la 
posibilidad de ser titulares de los Patrimonios Públicos de Suelo, 
introduciéndose, a su vez, una serie de medidas que por la vía del 
control y la fiscalización vienen a garantizar la correcta utilización 
de éstos, haciendo responsables de ello a órganos concretos de las 
Administraciones públicas titulares de los mismos. 

De igual forma, para la efectiva intervención de las Administra-
ciones públicas en el mercado de suelo, la Ley introduce diversos 
mecanismos a fin de agilizar los procedimientos de incorporación 
al proceso urbanizador de los suelos previstos por el Plan General 
de Ordenación Urbanística para su desarrollo urbano, que son 
objeto de reserva para los Patrimonios Públicos de Suelo, incluso 
posibilitando en estos casos que la Comunidad Autónoma sea 
Administración actuante. En esta misma posición se coloca a la 
Comunidad Autónoma respecto a la gestión de los suelos inte-
grantes de reservas para el Patrimonio Autonómico de Suelo so-
bre suelo no urbanizable cuyo destino sea contribuir a la conser-
vación de las características del mismo o cumplir determinadas 
funciones estratégicas de ordenación o vertebración territorial. 

Con el objetivo general de facilitar y garantizar la efectiva eje-
cución de los instrumentos de planeamiento urbanístico, el ar-
tículo 25 de esta Ley recoge una serie de medidas tendentes a agi-
lizar dicha ejecución, por medio de la iniciativa privada y 
mediante la habilitación de mecanismos de ejecución directa de 
organismos o entidades públicas. 

Por último, en el artículo 26 se modifican diversos preceptos 
que pretenden completar y mejorar la Ley de Ordenación Urba-
nística de Andalucía en aquellos aspectos relativos a la protección 
de la legalidad urbanística, la aclaración de supuestos de vulnera-
ción del ordenamiento jurídico urbanístico y la incidencia en la 
regulación del procedimiento para la adopción de las órdenes de 
suspensión de obras y el procedimiento de reposición de la reali-

dad física alterada, ya que, en su aplicación práctica, se ha puesto 
de relieve la necesidad de su reforma y aclaración. 

Asimismo, hay que destacar en este artículo 26 el nuevo apar-
tado 4 que se introduce en el artículo 31 de la Ley de Ordenación 
Urbanística de Andalucía. En él se posibilita que, ante el grave in-
cumplimiento por parte de algún municipio en el ejercicio de 
competencias urbanísticas, se atribuya el ejercicio de las compe-
tencias de planeamiento a la Consejería competente en materia 
de ordenación del territorio y urbanismo, siempre que dicho gra-
ve incumplimiento afecte de forma manifiesta las competencias 
de la Comunidad Autónoma sobre estas materias. Este grave in-
cumplimiento supone la desaparición de la función pública del 
urbanismo, con vulneración del mandato constitucional exigido 
por el artículo 47 de la Constitución Española y generando incluso 
alarma social, y situaciones excepcionales que pudieran ser califi-
cadas como “de descontrol urbanístico”. Así, dichas situaciones 
afectan tanto a intereses urbanísticos supramunicipales (a la or-
denación proyectada en los terrenos clasificados como suelo no 
urbanizable de especial protección, a parques, jardines, espacios 
libres o demás reservas para dotaciones…), como a la ordenación 
territorial que para esos ámbitos municipales se pretenda estable-
cer por la Administración autonómica, en el ejercicio de las compe-
tencias que se atribuyen en el artículo 13.8 del Estatuto de Auto-
nomía para Andalucía. Dicha asunción de competencias deberá ser 
acordada por el Consejo de Gobierno, previa apreciación del mismo 
por el Parlamento de Andalucía mediante informe favorable. 

Igualmente, es necesario, para evitar que este instrumento ex-
cepcional quede sin efecto, que el Acuerdo del Consejo de Gobier-
no se pronuncie sobre la suspensión de la facultad de los munici-
pios para la firma de los convenios urbanísticos que en materia 
de planeamiento se prevén en el artículo 30 de la Ley de Ordena-
ción Urbanística de Andalucía, y la atribuya, sólo para la consecu-
ción del fin propuesto, a la Administración autonómica. 

En las disposiciones adicionales se establece la titularidad del 
Patrimonio Autonómico de Suelo, se reunifican los conceptos de 
vivienda protegida con los de vivienda de protección oficial u otros 
regímenes de protección pública y se permite la aplicación del vi-
gente Plan Andaluz de Vivienda y Suelo en diversos aspectos cuya 
regulación difiere la presente Ley al desarrollo reglamentario. 

Asimismo, en la disposición adicional quinta se crea el Cuerpo 
de Inspección de Ordenación del Territorio, Urbanismo y Vivien-
da, en el seno de la Función Pública andaluza. Siendo la Adminis-
tración de la Junta de Andalucía la que ha de garantizar la orde-
nación territorial y urbanística de Andalucía, así como velar por el 
cumplimiento de la normativa en materia de vivienda y su ejecu-
ción, ha de dotarse de los medios e instrumentos necesarios para 
conseguir dicha finalidad, y ante la complejidad técnico-jurídica 
de unas disciplinas como éstas, y la extensión geográfica sobre la 
que se proyecta, se considera imprescindible la creación de este 
Cuerpo de funcionarios, que se integra en el Grupo A, conforme a 
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lo dispuesto en la disposición adicional quinta de la Ley 6/1985, 
de 28 de noviembre, de Ordenación de la Función Pública de la 
Junta de Andalucía. 

Y, por último, se introduce una disposición transitoria única 
referida a la reserva de terrenos con destino a las viviendas prote-
gidas, con independencia de la situación en que se encuentre la 
adaptación del planeamiento a la Ley de Ordenación Urbanística 
de Andalucía. 

TÍTULO PRELIMINAR 

CAPÍTULO ÚNICO 
Disposición general 

Artículo 1. Objeto y finalidad. 

La presente Ley define el régimen jurídico de determinadas ac-
tuaciones públicas en materia de vivienda protegida y suelo con la 
finalidad de facilitar el acceso de las ciudadanas y los ciudadanos 
andaluces a una vivienda digna y adecuada, de acuerdo con el ar-
tículo 47 de la Constitución, estableciendo medidas específicas 
para la producción de suelo con destino a vivienda protegida y 
otros fines de interés social, y para el control y prevención del 
fraude en materia de vivienda protegida y suelo. 

TÍTULO I 
VIVIENDAS PROTEGIDAS 

CAPÍTULO I 
Régimen jurídico 

Artículo 2. Concepto. 

1. Se entiende por vivienda protegida, a efectos de la presente 
Ley, la que cumpla las condiciones de uso, destino, calidad, pre-
cio de venta o alquiler y, en su caso, superficie y diseño, estableci-
das en esta Ley y en las demás disposiciones que resulten de apli-
cación y sean calificadas como tales por la Consejería competente 
en materia de vivienda. 

2. También tendrán esta consideración los alojamientos que, 
de acuerdo con lo establecido reglamentariamente, sean califica-
dos como protegidos por la Consejería competente en materia de 
vivienda, que se integren en conjuntos que constituyan fórmulas 
intermedias entre la vivienda individual y la residencia colectiva, 
en los términos en que se establezca. La cesión de estas viviendas, 
que pueden vincularse con dotaciones y servicios comunes, podrá 
realizarse de manera independiente entre ellas. 

Artículo 3. Sujetos destinatarios de las viviendas protegidas. 

1. Las viviendas protegidas se destinarán a familias con recur-
sos económicos limitados que reúnan los requisitos que, tanto 
para la composición de la unidad familiar como para la cuantía y 
determinación de los ingresos familiares, se establezcan en los di-
ferentes programas que integran los planes de vivienda y suelo. 

2. En los citados programas se atenderán de manera especial 
las necesidades habitacionales de los grupos sociales con especia-
les dificultades para el acceso a la vivienda, como, entre otros, jó-
venes, mayores, personas con discapacidad, familias monoparen-
tales, los procedentes de situaciones de rupturas de unidades 
familiares, víctimas de la violencia de género y emigrantes retor-
nados. 

3. La selección de las personas a las que van destinadas las vi-
viendas protegidas se realizará respetando los principios de igual-
dad, publicidad y concurrencia, de acuerdo con las normas de de-
sarrollo de la presente Ley. 

4. Se exceptúan de la exigencia del apartado anterior las pro-
mociones en las que por su naturaleza no pueda existir concu-
rrencia, como aquellas adjudicaciones que se deriven de progra-
mas específicos de integración social, en los términos que se 
determinen reglamentariamente. 

Artículo 4. Destino y titularidad. 

1. Las viviendas protegidas se destinarán a residencia habitual 
y permanente. 

2. No podrán adquirir o promover para uso propio una vivien-
da protegida quienes sean titulares del pleno dominio de alguna 
otra vivienda protegida o libre o estén en posesión de la misma en 
virtud de un derecho real de goce o disfrute vitalicio. 

3. No obstante, por razones de movilidad laboral y con el fin de 
atender situaciones transitorias, podrán establecerse reglamenta-
riamente excepciones a lo dispuesto en el apartado anterior. 

Artículo 5. Duración del régimen de protección. 

1. El plazo de duración del régimen legal de las viviendas, sean 
para venta, uso propio o arrendamiento, se determinará para ca-
da programa en el correspondiente plan de vivienda y suelo. 

2. En los citados programas se podrá prever la reducción mo-
tivada del plazo fijado inicialmente para determinados supuestos 
o promociones específicas. 

Artículo 6. Precio máximo de venta o alquiler de la vivienda 
protegida. 

1. Durante el período legal de protección, cualquier acto de 
disposición, arrendamiento o adquisición de las viviendas prote-
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gidas estará sujeto a un precio o renta máximos que serán fijados 
para cada ámbito territorial en los correspondientes planes de vi-
vienda y suelo. 

2. Queda prohibida la percepción de cualquier sobreprecio, 
prima o cantidad distinta a la que corresponda satisfacer a quien 
compre o sea arrendatario de una vivienda protegida, sin que 
pueda justificarse la misma por mejoras u obras complementa-
rias al proyecto aprobado. 

3. Sin perjuicio de las sanciones administrativas que procedan, 
serán nulas las cláusulas o estipulaciones que establezcan precios 
superiores a los máximos autorizados en la normativa aplicable, 
debiendo entenderse tales estipulaciones hechas al precio o renta 
máximos legales que resulten de aplicación. 

Artículo 7. Valor del suelo destinado a vivienda protegida. 

1. El valor de los terrenos destinados a la construcción de vi-
viendas protegidas, sumado el coste de las obras de urbanización 
necesarias, no podrá exceder del quince por ciento del importe 
que resulte de multiplicar el precio máximo de venta del metro 
cuadrado por la superficie de las referidas viviendas, en la forma y 
con las determinaciones que se establezcan reglamentariamente. 

2. Queda prohibida la percepción de cualquier sobreprecio, 
prima o cantidad distinta a la que corresponda satisfacer por la 
adquisición de suelos destinados a la construcción de viviendas 
protegidas, de acuerdo con lo establecido en el apartado anterior. 

Artículo 8. Condición resolutoria. 

Todo contrato o acto de disposición sobre suelos destinados a 
la promoción de viviendas protegidas estará sujeto a condición re-
solutoria para el caso de que se incumpla tal destino, debiéndose 
contener tal determinación en los documentos que a tal efecto se 
suscriban. 

Artículo 9. Acceso registral de las prohibiciones y limitaciones 
a la facultad de disponer. 

Las prohibiciones y las limitaciones a la facultad de disponer 
que resulten de la calificación como vivienda protegida de acuer-
do con la normativa aplicable deberán constar en la correspon-
diente escritura pública y tendrán reflejo en el Registro de la Pro-
piedad en el respectivo asiento registral. 

Artículo 10. Obligación de las personas promotoras y de las 
compañías suministradoras de servicios. 

1. Las personas públicas o privadas promotoras de viviendas 
protegidas están obligadas a comunicar al Ayuntamiento, al solici-

tar la correspondiente licencia de ocupación, el carácter de vi-
viendas protegidas de la promoción. 

2. Las compañías suministradoras de los servicios de agua, 
gas, electricidad y telecomunicaciones deberán comunicar a la 
Consejería competente en materia de vivienda los cambios de ti-
tularidad que se realicen en los contratos para el suministro de 
tales servicios en las viviendas protegidas. 

CAPÍTULO II 
Derechos y prerrogativas de la Administración 

Artículo 11. Derecho de adquisición preferente. 

1. La Administración de la Junta de Andalucía o, en su caso, el 
Ayuntamiento o la entidad pública que sean designados por aqué-
lla, podrán ejercer el derecho de adquisición preferente sobre las 
viviendas protegidas de promoción privada. 

2. El ejercicio del derecho de adquisición preferente se iniciará 
a partir de la solicitud de calificación provisional en la forma y 
plazo que se determinen en las normas de desarrollo de la pre-
sente Ley. 

3. Este derecho se aplicará también a aquellas viviendas que, 
cumplido el correspondiente procedimiento para su adjudicación, 
quedaran vacantes. 

4. El derecho de adquisición preferente se ejercerá por un pre-
cio máximo igual al vigente para las viviendas protegidas de la ti-
pología de que se trate en el correspondiente ámbito territorial en 
la fecha en que se pretenda la enajenación. 

5. El derecho de adquisición preferente supondrá la subroga-
ción de la Administración o de la entidad pública que lo ejercite, 
en la posición del promotor, adjudicando las viviendas conforme 
a lo dispuesto en el artículo 3. 

Artículo 12. Derechos de tanteo y retracto. 

1. Las segundas o posteriores transmisiones inter vivos de la ti-
tularidad del derecho de propiedad o de cualquier otro derecho 
real de uso y disfrute sobre las viviendas protegidas estarán suje-
tas a los derechos de tanteo y retracto legal en favor de la Adminis-
tración de la Junta de Andalucía, o del Ayuntamiento o entidad 
pública que sean designados por aquélla. 

2. Sin perjuicio de la autorización que requiera la transmisión 
del derecho sobre la vivienda protegida, los/las titulares de vivien-
das protegidas comunicarán al órgano competente previsto en el 
apartado anterior la decisión de trasmitir, e indicarán el precio, la 
forma de pago y las demás condiciones de la transmisión. 

Al mismo tiempo, la persona interesada en la adquisición de-
berá comunicar al citado órgano competente sus datos e ingresos 
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económicos anuales, así como los del resto de los miembros inte-
grantes de su unidad familiar. 

El derecho de tanteo habrá de ejercitarse en el plazo de sesen-
ta días naturales a partir del siguiente a aquél en que se haya pro-
ducido la última de las comunicaciones anteriores; si transcurri-
do ese plazo no se hubiera ejercitado el tanteo, podrá llevarse a 
efecto la transmisión comunicada en sus mismos términos. 

3. La persona adquirente deberá comunicar a dicho órgano 
competente, en el plazo de los treinta días naturales siguientes a 
la transmisión, las condiciones en las que se ha producido la ven-
ta, así como una copia de la escritura o documento donde la ven-
ta se haya formalizado. 

4. En el caso de que quienes transmitan o adquieran no 
hubieran realizado las comunicaciones a las que se refiere el 
apartado 2, de que las comunicaciones fueran incompletas o de-
fectuosas, o de que la transmisión se haya producido antes del 
transcurso del plazo señalado para el ejercicio del derecho de tan-
teo, o en condiciones distintas a las anunciadas, el órgano compe-
tente podrá ejercer el derecho de retracto en el plazo de sesenta 

días naturales a contar desde el siguiente a la comunicación de la 
transmisión, o de que ésta hubiere llegado a su conocimiento, fe-
hacientemente, por cualquier otro medio. 

5. Los derechos de tanteo y retracto, así como el régimen de 
comunicaciones a los que se refiere el presente artículo, deberán 
constar expresamente en la correspondiente escritura pública y 
tendrán su reflejo en la respectiva inscripción registral. 

6. El derecho de tanteo se ejercerá hasta por un precio máxi-
mo igual al vigente para las viviendas protegidas de la tipología de 
que se trate en el correspondiente ámbito territorial en la fecha en 
que se pretenda la enajenación. 

El derecho de retracto se ejercerá por el precio de transmisión, 
que no podrá superar el máximo vigente para las viviendas prote-
gidas a que se refiere el párrafo anterior. 

7. La fijación de tanteos y retractos convencionales en las pro-
mociones de viviendas protegidas deberá respetar el ejercicio de 
los derechos de tanteo y retracto legal a los que se refiere este ar-
tículo. 

8. En el ejercicio de los derechos de tanteo y retracto, sus titu-
lares podrán designar a quién se adjudica la vivienda protegida, 
que se subrogará en la posición de aquellos. 

La selección de dicha persona adjudicataria se realizará en la 
forma prevista en el artículo 3. 

Artículo 13. Elevación a escritura pública, inscripción en el 
Registro de la Propiedad y otras garantías. 

1. Las Notarias y los Notarios, para elevar a escritura pública la 
transmisión de la titularidad o, en su caso, de los derechos reales 
de uso y disfrute vitalicio de viviendas protegidas sujetas a los de-
rechos de tanteo y retracto, exigirán que se acrediten por las res-

pectivas personas transmitentes y adquirentes las comunicacio-
nes al órgano competente respecto de la oferta de venta con los 
requisitos señalados en el apartado 2 del artículo 12, así como el 
vencimiento del plazo establecido para el ejercicio del derecho de 
tanteo, circunstancias que deberán testimoniarse en las corres-
pondientes escrituras. 

2. Igualmente deberán comunicar a la Consejería competente 
en materia de vivienda la transmisión, mediante remisión por el 
procedimiento que se determine de copia simple de la escritura 
pública en la que se hubiera instrumentado la venta de una vi-
vienda protegida. 

3. Para inscribir en el Registro de la Propiedad las transmi-
siones efectuadas sobre las viviendas protegidas, deberá acredi-
tarse el cumplimiento de las obligaciones contempladas en el 
artículo 12 y en el apartado 2 del presente artículo, con los requi-
sitos exigidos en los mismos. 

Artículo 14. Expropiación de viviendas protegidas. 

1. Con independencia de las sanciones que procedan, existirá 
causa de utilidad pública o interés social, a efectos de la expropia-
ción forzosa por incumplimiento de la función social de la pro-
piedad de las viviendas protegidas, cuando se dé alguna de las si-
guientes circunstancias: 

a) Dedicar la vivienda a usos no autorizados, o alterar el régi-
men de uso de la misma, establecido en el documento de califi-
cación definitiva. 

b) No destinar la vivienda a domicilio habitual y permanente o 
mantenerla deshabitada por un plazo superior a tres meses, fuera 
de los casos establecidos en las normas de aplicación. 

c) Utilizar los/las adquirentes otra vivienda construida con fi-
nanciación pública u objeto de actuación protegida fuera de los 
casos establecidos en las normas de aplicación. 

d) Incurrir los/las adquirentes en falsedad de cualquier hecho 
que fuese determinante de la adjudicación en las declaraciones y 
documentación exigidas para el acceso a la vivienda. 

e) Incumplir las obligaciones, condiciones y requisitos estable-
cidos para la enajenación en primera o posteriores transmisiones 
u otros actos de disposición. 

2. El justiprecio de la vivienda será determinado por la Conse-
jería competente en materia de vivienda en base al precio en que 
fue adquirida, del cual se descontarán las cantidades aplazadas no 
satisfechas por quienes fueron adjudicatarios/as, con los intereses 
devengados, en su caso, así como las subvenciones y demás can-
tidades entregadas a la persona adquirente como ayudas econó-
micas directas. La cifra resultante se corregirá teniendo en cuenta 
los criterios de valoración para las segundas transmisiones de vi-
viendas protegidas previstos en sus normas específicas. 

3. Podrá ser beneficiaria de las expropiaciones la entidad públi-
ca que designe la Consejería competente en materia de vivienda. 
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Artículo 15. Desahucio administrativo. 

1. Procederá el desahucio administrativo contra las personas 
beneficiarias, arrendatarias u ocupantes de las viviendas protegi-
das, o de sus zonas comunes, locales y edificaciones complemen-
tarias, que sean de titularidad pública por las causas que se esta-
blecen en el apartado siguiente. 

2. Serán causas de desahucio administrativo las siguientes: 
a) La falta de pago de las rentas pactadas en el contrato de 

arrendamiento o de las cantidades a que esté obligada la persona 
adjudicataria en el acceso diferido a la propiedad, así como de las 
cantidades que sean exigibles por servicios, gastos comunes o 
cualesquiera otras establecidas en la legislación vigente. 

b) Haber sido sancionado mediante resolución firme por in-
fracción grave o muy grave de las tipificadas en la presente Ley. 

c) No destinar la vivienda a domicilio habitual y permanente 
sin haber obtenido la preceptiva autorización administrativa. 

d) La cesión total o parcial de la vivienda, local o edificación 
bajo cualquier título. 

e) Destinar la vivienda, local o edificación complementaria a 
un uso indebido o no autorizado. 

f) Ocupar una vivienda o sus zonas comunes, locales o edifica-
ción complementaria sin título legal para ello. 

Artículo 16. Procedimiento de desahucio administrativo. 

1. El procedimiento para el ejercicio del desahucio administra-
tivo se ajustará a lo dispuesto por la normativa de procedimiento 
administrativo que resulte de aplicación, sin perjuicio de las espe-
cialidades previstas en este artículo. 

2. Cuando el desahucio se fundamente en la causa prevista en 
la letra a) del apartado 2 del artículo anterior, se requerirá a la 
persona arrendataria o adjudicataria para que abone su importe 
en el plazo de quince días, apercibiéndole, si no lo hiciere, de de-
sahucio y de un recargo del 10% sobre la cantidad adeudada. En 
caso de reincidencia, este recargo se multiplicará por el número 
de veces que dichas personas haya dado lugar a iniciar el proce-
dimiento de desahucio. 

Expirado dicho plazo sin que se hubiere abonado en su totalidad 
la cantidad adeudada, se dictará resolución de desahucio, que se 
notificará concediendo un nuevo plazo de quince días para que 
haga efectivo el pago y el recargo aplicable, con apercibimiento de 
que, en caso contrario, deberá entregar las llaves de la vivienda, y de 
que, de no hacerlo, se procederá a su lanzamiento de la misma, así 
como de cuantas personas, mobiliario o enseres hubieren en ella. 

En el supuesto de que se hayan dictado tres resoluciones de 
desahucio por falta de pago contra una misma persona adjudica-
taria en un período de tres años consecutivos, en la última reso-
lución que se dicte no cabrá la enervación de un nuevo lanza-
miento mediante el abono de la deuda contraída, ejecutándose el 
mismo en todo caso. 

3. Cuando el desahucio se fundamente en el resto de causas 
previstas en el apartado 2 del artículo 15 de la presente Ley, se 
notificará a la persona interesada la causa en la que se encuentra 
incurso y se le concederá un plazo de quince días para que for-
mule alegaciones, presente la documentación que estime oportu-
na y proponga cuantas pruebas considere pertinentes. 

A la vista de las actuaciones y previa audiencia por un plazo de 
quince días, el instructor elevará la correspondiente propuesta de 
resolución. 

En las resoluciones que acuerden el desahucio, se concederá 
un plazo de quince días para que la persona arrendataria o adju-
dicataria entregue las llaves de la vivienda, apercibiéndole que, en 
caso contrario, se procederá a su lanzamiento de la misma, así 
como de cuantas personas, mobiliario o enseres hubieren en ella. 

4. Si fuese necesario entrar en el domicilio del sujeto afectado, 
la Administración Pública deberá obtener la preceptiva autoriza-
ción judicial. 

5. No podrá iniciarse procedimiento de desahucio o se sus-
penderá el que estuviere en curso, en tanto no se resuelva la soli-
citud de subrogación formulada por personas que formaran parte 
de la unidad familiar. 

6. Cuando el desahucio se fundamente en la causa prevista en 
el artículo 15.2, letra c), el órgano competente para resolver po-
drá acordar el precinto cautelar de la vivienda al objeto de asegu-
rar la eficacia de la resolución que pudiera recaer. 

CAPÍTULO III 
Infracciones y sanciones 

Sección primera 
 Disposición general 

Artículo 17. Sujetos responsables. 

1. Serán sancionados por los hechos constitutivos de las in-
fracciones administrativas a que se refiere el presente Capítulo las 
personas físicas y jurídicas que resulten responsables de los mis-
mos, aun a título de simple inobservancia. 

2. Si la infracción se imputa a una persona jurídica, pueden 
ser considerados también como responsables las personas que 
integren sus organismos rectores o de dirección, en el caso de 
que así se establezca en las disposiciones reguladoras del régimen 
jurídico de cada forma de personificación. 

3. Cuando el cumplimiento de las obligaciones impuestas por 
las disposiciones legales en las materias a que se refiere la presen-
te Ley corresponda a varias personas físicas y/o jurídicas conjun-
tamente, responderán de forma solidaria de las infracciones que, 
en su caso, se cometan y de las sanciones que se impongan. 
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Sección segunda 
 Infracciones 

Artículo 18. Infracciones. 

En relación con la finalidad de la presente Ley, sin perjuicio 
del régimen sancionador que con carácter general resulte de apli-
cación a las viviendas protegidas, tendrán la consideración de in-
fracciones graves y muy graves las acciones u omisiones tipifica-
das y sancionadas como tales en el presente Capítulo. 

Artículo 19. Infracciones graves. 

Tendrán la consideración de infracciones graves las siguientes: 
a) El incumplimiento, por quienes promuevan o tengan las vi-

viendas en propiedad, de la obligación de hacer constar en la es-
critura pública las prohibiciones y limitaciones a la facultad de 
disponer resultantes de actuaciones protegidas. 

b) El suministro por las compañías de agua, gas, electricidad y 
telecomunicaciones a usuarios de viviendas sin la previa presen-
tación de la cédula de calificación o declaración definitiva de vi-
viendas protegidas o declaradas protegidas por la Administración. 

c) No exponer, cuando legalmente proceda, en sitio visible du-
rante el periodo de construcción, el cartel, según modelo oficial, 
indicativo de que la construcción está acogida al régimen de vi-
viendas protegidas. 

d) En la publicidad para la venta o arrendamiento de vivien-
das protegidas, la vulneración de los principios de veracidad y de 
objetividad y la inducción a confusión, conforme a la normativa 
vigente en materia de publicidad y concurrencia que resulte de 
aplicación. 

e) La falta de ocupación de la vivienda protegida en los plazos 
reglamentariamente establecidos. 

f) La obstrucción o la negativa a suministrar datos o facilitar 
las funciones de información, vigilancia o inspección que practi-
que la Administración de la Junta de Andalucía. 

g) La falta de comunicación al Ayuntamiento de la condición 
de vivienda protegida, por parte de la persona promotora, al solici-
tar la licencia de ocupación. 

Artículo 20. Infracciones muy graves. 

Tendrán la consideración de infracciones muy graves las si-
guientes: 

a) La percepción por la persona promotora de viviendas prote-
gidas, durante el periodo de construcción, de cantidades a cuenta 
del precio sin cumplir los requisitos legales exigidos por la nor-
mativa de aplicación. 

b) La cesión de la titularidad de la promoción de viviendas pro-
tegidas, durante la tramitación del expediente de protección, sin la 

obtención previa de la autorización expresa de la Administración 
competente. 

c) La inexactitud de los documentos o certificaciones que re-
sulten fundamentales para obtener la resolución administrativa 
con el reconocimiento de los derechos económicos, de protección 
o habitabilidad solicitados, expedidos por los titulares de las 
promociones o la dirección facultativa de las obras de viviendas, 
así como por quienes actúan como personas colaboradoras de 
la Administración. 

d) La omisión en la publicidad de venta de las viviendas prote-
gidas de los requisitos establecidos al efecto en las normas de 
aplicación. 

e) No destinar a domicilio habitual y permanente o mantener 
deshabitadas sin causa justificada durante un plazo superior a 
tres meses las viviendas protegidas, y, en todo caso, dedicarlas a 
usos no autorizados o alterar el régimen de uso de las mismas. 

f) La falsedad de cualquier dato que sea determinante de la ad-
judicación, en las declaraciones y documentación exigidas para el 
acceso o uso de las viviendas protegidas. 

g) La omisión de la debida presentación a visado por la Admi-
nistración de la Junta de Andalucía de los contratos de compra-
venta y de arrendamiento de viviendas protegidas, conforme a la 
normativa que resulte de aplicación. 

h) El incumplimiento de la normativa de aplicación en la se-
lección de las personas adquirentes o adjudicatarias de las vivien-
das protegidas. 

i) La percepción de cualquier sobreprecio, prima o cantidad 
distinta a la que corresponda satisfacer a la persona que compre o 
arriende una vivienda protegida en concepto de precio máximo de 
venta o de alquiler. 

j) La falsedad en la declaración de solicitud de los requisitos 
exigidos para la obtención de financiación protegida en la promo-
ción o adquisición de viviendas. 

k) La falta de comunicación a la Administración de la enajena-
ción de la vivienda protegida a los efectos de ejercicio de los dere-
chos de adquisición preferente, tanteo, retracto u otra facultad 
análoga sobre viviendas protegidas previstas en las normas de 
aplicación. 

Sección tercera 
 Sanciones 

Artículo 21. Multas y su graduación. 

1. Las infracciones tipificadas en la presente Ley serán sancio-
nadas con multas en las siguientes cuantías: 

a) Las infracciones graves, desde 3.001 hasta 30.000 euros. 
b) Las infracciones muy graves, con multa desde 30.001 has-

ta 120.000 euros. 
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2. Si el beneficio que resultara de la comisión de una infrac-
ción fuera superior al de la multa que corresponde, deberá ser és-
ta incrementada hasta alcanzar la cuantía equivalente al beneficio 
obtenido. 

3. En la graduación de la cuantía de la sanción se tendrá espe-
cialmente en cuenta el daño producido, el enriquecimiento injus-
to, la existencia de intencionalidad o reiteración y la reincidencia 
en el plazo de un año por la comisión de más de una infracción 
de la misma naturaleza cuando así haya sido declarada por reso-
lución firme en vía administrativa. 

4. Cuando las infracciones afecten a varias viviendas aunque 
pertenezcan a la misma promoción, podrán imponerse tantas 
sanciones como infracciones se hayan cometido respecto de cada 
vivienda cuando la conducta infractora sea individualizada en re-
lación con viviendas concretas. 

Artículo 22. Sanciones accesorias. 

A quienes incurran en infracciones graves o muy graves previs-
tas en la presente Ley, se podrán imponer, además, las siguientes 
sanciones accesorias: 

a) La pérdida y devolución con los intereses legales de las 
ayudas económicas percibidas, en caso de infracciones al régi-
men de financiación protegida en la promoción y adquisición de 
viviendas. 

b) La inhabilitación de la persona infractora para promover o 
participar en promociones de viviendas protegidas o actuaciones 
protegidas por la Comunidad Autónoma durante el plazo máximo 
de tres años, para las infracciones graves, o de seis años, para las 
infracciones muy graves. 

c) La pérdida de la condición de Agencia de Fomento del Al-
quiler. 

TÍTULO II 
MEDIDAS EN MATERIA DE SUELO RESIDENCIAL 

Artículo 23. Disponibilidad de suelo para la vivienda protegi-
da y aseguramiento de su ejecución. 

Para fomentar la disposición de suelo para la construcción de 
vivienda protegida se modifican los artículos 10, 17, 18, 61 y 160 
de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística 
de Andalucía, en los siguientes términos: 

A) La letra b) del apartado 1.A) del artículo 10 queda con la si-
guiente redacción: 

“b) En cada área o sector con uso residencial, las reservas de 
los terrenos equivalentes, al menos, al treinta por ciento de la edi-
ficabilidad residencial de dicho ámbito para su destino a viviendas 

de protección oficial u otros regímenes de protección pública. El 
Plan General de Ordenación Urbanística podrá eximir total o par-
cialmente de esta obligación a sectores o áreas concretos que ten-
gan una densidad inferior a 15 viviendas por hectáreas y que por 
su tipología no se consideren aptas para la construcción de este 
tipo de viviendas. El Plan deberá prever su compensación en el 
resto de las áreas o sectores, asegurando la distribución equili-
brada de estos tipos de viviendas en el conjunto de la ciudad. 

Con objeto de evitar la segregación espacial y favorecer la inte-
gración social, reglamentariamente podrán establecerse parámetros 
que eviten la concentración excesiva de este tipo de viviendas.” 

B) Se suprime el contenido de la letra a) del apartado 1.B) del 
artículo 10. 

C) En el artículo 17, su actual apartado 7 queda con el siguien-
te contenido: 

“7. Los instrumentos de planeamiento urbanístico que con-
tengan la ordenación detallada localizarán en el área y sector las 
reservas de terrenos para viviendas de protección oficial u otros 
regímenes de protección pública que, de conformidad con esta 
Ley, estuvieren obligados a realizar.” 

D) El actual apartado 7 del artículo 17 pasa a ser el nuevo 
apartado 8. 

E) El artículo 18 incorpora una letra c) al apartado 3, con la 
siguiente redacción: 

“c) En las áreas o sectores que contengan reservas de terrenos 
para viviendas de protección oficial u otros regímenes de protec-
ción pública, el Plan General de Ordenación Urbanística o, en su 
defecto, el instrumento de planeamiento que contenga la ordena-
ción detallada especificará los plazos para el inicio y terminación 
de estas viviendas, plazos que deberán contar con informe favora-
ble de la Consejería competente en materia de vivienda.” 

F) En el artículo 61, el apartado 4 queda con el siguiente con-
tenido: 

“4. El Plan General de Ordenación Urbanística o, en su caso, el 
Plan de Ordenación Intermunicipal o el Plan de Sectorización de-
berán, asimismo, establecer coeficientes correctores específicos al 
objeto de compensar a aquellos propietarios de suelos destinados 
a viviendas de protección oficial u otros regímenes de protección 
pública u otros usos de interés social.” 

G) El apartado 5 del artículo 61 queda con el siguiente conte-
nido: 

“5. El instrumento de planeamiento que establezca la ordena-
ción detallada precisa para la ejecución en el área urbana o sector 
correspondiente podrá concretar y, en su caso, fijar, respetando 
los criterios del Plan General de Ordenación Urbanística o del 
Plan de Ordenación Intermunicipal, la ponderación relativa de los 
usos pormenorizados y tipologías edificatorias resultantes de la 
ordenación que establezca, así como las que reflejen las diferen-
cias de situación y características urbanísticas dentro del espacio 
ordenado. 
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No podrá en ningún caso disminuir el aprovechamiento objeti-
vo otorgado por el planeamiento general.” 

H) Las letras D) y E) del artículo 160.1 quedan con la siguiente 
redacción: 

“D) La realización de actos de parcelación o reparcelación, uso 
de suelo o edificación constitutivos legalmente de infracción ur-
banística grave. 

 E) Por incumplimiento de la función social de la propiedad, 
en los siguientes supuestos: 

a) Inobservancia de los plazos fijados para la formulación o 
tramitación del instrumento de planeamiento o para la ejecución 
total de éste o de alguna de las fases en que aquélla haya quedado 
dividida. 

b) Transcurso del plazo previsto en el instrumento de planea-
miento para el inicio o la terminación de las viviendas de protec-
ción oficial u otros regímenes de protección pública que hayan si-
do reservadas en la correspondiente área o sector. 

c) Inobservancia de los deberes legalmente exigibles de con-
servación y rehabilitación de los inmuebles.” 

I) Las actuales letras E), F), G), H) e I) del artículo 160 pasan 
a ser las nuevas letras F), G), H), I) y J), respectivamente. 

J) El apartado 2 del artículo 160 queda con la siguiente re-
dacción: 

“2. La delimitación de la unidad de ejecución, o de las zonas o 
áreas en los supuestos previstos en las letras B), D) y E), así como 
la relación de titulares y descripción concreta e individualizada de 
los bienes y derechos objeto de expropiación en los restantes su-
puestos enumerados en el apartado 1 anterior, determinan la de-
claración de la necesidad de ocupación y el inicio de los corres-
pondientes expedientes expropiatorios.” 

Artículo 24. Reversión a la colectividad de las plusvalías y me-
canismos de intervención directa en el mercado del suelo. 

Para aumentar tanto la reversión a la colectividad de las plus-
valías derivadas de la actividad urbanística como los medios de in-
tervención directa de las Administraciones públicas en el mer-
cado del suelo, se modifican los artículos 30, 36, 69, 71, 72, 73, 
74 y 77 de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Ur-
banística de Andalucía, en los siguientes términos: 

A) La regla 2ª del apartado 2 del artículo 30 queda con la si-
guiente redacción: 

“2ª) La cesión del aprovechamiento urbanístico correspon-
diente a la Administración urbanística se integrará en el respecti-
vo patrimonio público de suelo. 

En los casos previstos en esta Ley en los que la cesión del 
aprovechamiento urbanístico se realice mediante permuta o por 
el pago de cantidad sustitutoria en metálico, el convenio incluirá 
la valoración de estos aprovechamientos realizada por los servi-
cios de la Administración.” 

B) En el artículo 36.2 a) se incorpora un nuevo párrafo a la 
regla 2ª, quedando ésta con el siguiente contenido: 

“2ª) Toda innovación que aumente el aprovechamiento lucra-
tivo de algún terreno, desafecte el suelo de un destino público a 
parques y jardines, dotaciones o equipamientos, o suprima de-
terminaciones que vinculen terrenos al uso de viviendas de pro-
tección oficial u otros regímenes de protección pública, deberá 
contemplar las medidas compensatorias precisas para mantener 
la proporción y calidad de las dotaciones previstas respecto al 
aprovechamiento, sin incrementar éste en detrimento de la pro-
porción ya alcanzada entre unas y otro. 

En todo caso, sin perjuicio de las competencias de las Admi-
nistraciones públicas, en el supuesto de desafectación del destino 
público de un suelo, será necesario justificar la innecesariedad de 
su destino a tal fin, previo informe, en su caso, de la Consejería 
competente por razón de la materia, y prever su destino básica-
mente a otros usos públicos o de interés social. 

En los supuestos en que la nueva calificación de los suelos 
desafectados sea el residencial, el destino de dichos suelos será el 
previsto en el artículo 75.1 a) de esta Ley.” 

C) La regla 2ª del artículo 36.2 c) queda con el siguiente con-
tenido: 

“2ª) Las modificaciones que tengan por objeto una diferente 
zonificación o uso urbanístico de parques, jardines o espacios li-
bres, dotaciones o equipamientos, así como las que eximan de la 
obligatoriedad de reservar terrenos con el fin previsto en el artícu-
lo 10.1 A) b) de esta Ley, requerirán el dictamen favorable del 
Consejo Consultivo de Andalucía.” 

D) El apartado 1 del artículo 69 queda con la siguiente redac-
ción: 

“1. La Comunidad Autónoma de Andalucía y los municipios, 
por sí o mediante organismos y entidades de Derecho Público, 
deben constituir y ejercer la titularidad del Patrimonio Autonómi-
co de Suelo y los Patrimonios Municipales de Suelo, respectiva-
mente, con las siguientes finalidades: 

a) Crear reservas de suelo para actuaciones públicas. 
b) Facilitar la ejecución de los instrumentos de planeamiento. 
c) Conseguir una intervención pública en el mercado de suelo, 

de entidad suficiente para incidir eficazmente en la formación de 
los precios. 

d) Garantizar una oferta de suelo suficiente con destino a la 
ejecución de viviendas de protección oficial u otros regímenes de 
protección pública.” 

E) El apartado 2 del artículo 71 queda con el siguiente conte-
nido: 

“2. Cada Administración pública titular de un patrimonio pú-
blico de suelo podrá gestionarlo por sí misma o atribuir su gestión 
a entidades de ellas dependientes que podrán adoptar la forma de 
organismo o entidad de derecho público o de sociedad mercantil 
cuyo capital social deberá ser íntegramente de titularidad pública 
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En este último caso, la atribución de la gestión no podrá incluir 
funciones que requieran el ejercicio de autoridad.” 

F) El apartado 3 del artículo 71 queda con la siguiente re-
dacción: 

“3. Los órganos de control y fiscalización de la Administración 
titular de los patrimonios públicos de suelo velarán por la correc-
ta gestión de los bienes y recursos que los integran. En tal sentido, 
la cuenta de liquidación anual de dicho patrimonio se integrará, 
de forma separada, en los presupuestos de la Administración pú-
blica titular del mismo.” 

G) El actual apartado 3 del artículo 71 pasa a ser el nuevo 
apartado 4. 

H) La letra c) del artículo 72 queda con el contenido siguiente: 
“c) Los adquiridos con los ingresos derivados de la sustitución 

de tales cesiones por pagos en metálico, en los supuestos previs-
tos en esta Ley.” 

I) El artículo 73 queda con la siguiente redacción: 

“Artículo 73. Reservas de terrenos. 

1. Los Planes de Ordenación del Territorio, las actividades de 
planificación de la Junta de Andalucía que tengan la consideración 
de Planes con Incidencia en la Ordenación del Territorio y el Plan 
General de Ordenación Urbanística podrán establecer en cualquier 
clase de suelo reservas de terrenos de posible adquisición para la 
constitución o ampliación de los patrimonios públicos de suelo. 

2. El objeto de estas reservas será, de acuerdo con la clasifica-
ción de los suelos, el siguiente: 

a) En suelo urbano que cuente con ordenación detallada, ga-
rantizar una oferta de suelo e inmuebles suficientes con destino a 
la ejecución o rehabilitación de viviendas de protección oficial u 
otros regímenes de protección pública, así como los equipamien-
tos que correspondieren. 

b) En suelo urbanizable y en el urbano no consolidado, la 
consecución de cualesquiera de los fines establecidos en el ar-
tículo 69 de esta Ley, para usos residenciales, industriales, tercia-
rios y de equipamientos. En caso de uso residencial, el destino 
predominante de los terrenos reservados será el de viviendas suje-
tas a algún régimen de protección oficial u otros regímenes de 
protección pública. 

c) En suelo no urbanizable, crear reservas de suelo para actua-
ciones públicas de viviendas en aquellas zonas donde se prevea el 
crecimiento de la ciudad, siendo el destino predominante el de vi-
viendas sujetas a algún régimen de protección pública, o para otros 
usos industriales, terciarios o turísticos, salvo que la finalidad de la 
reserva sea la de contribuir a la protección o preservación de las 
características del suelo no urbanizable o de cumplir determinadas 
funciones estratégicas de ordenación o vertebración territorial. 

3. En ausencia de los Planes a que se refiere el apartado 1 o de 
previsión en los mismos de las reservas de terrenos para los pa-
trimonios públicos de suelo, podrán proceder a su delimitación: 

a) Los municipios, en cualquier clase de suelo y por el proce-
dimiento previsto para la delimitación de las unidades de ejecución. 

b) La Consejería competente en materia de urbanismo, en 
suelo no urbanizable, mediante la aprobación al efecto de un Plan 
Especial; y en suelo urbanizable, mediante el procedimiento de 
delimitación de reservas de terrenos, previa información pública, 
audiencia del municipio o municipios y propietarios afectados por 
plazo común de veinte días, y publicación en el Boletín Oficial de 
la Junta de Andalucía. 

4. Por el mismo procedimiento establecido en la letra b) del 
apartado anterior, y en cualquier clase de suelo, la Consejería 
competente en materia de urbanismo podrá delimitar reservas de 
terrenos en caso de desafectación del destino público de terrenos 
y edificaciones propiedad de las Administraciones públicas. 

5. El establecimiento o la delimitación de las reservas de terre-
nos con la finalidad expresada en los apartados anteriores com-
porta: 

a) La declaración de la utilidad pública a efectos de expropia-
ción forzosa por un tiempo máximo de cinco años, prorrogable 
por una sola vez por otros dos, debiendo iniciarse el expediente 
expropiatorio en el curso del referido plazo. La prórroga deberá 
fundarse en causa justificada y acordarse por la Administración 
competente, previa información pública y audiencia a los propie-
tarios afectados por plazo común de veinte días, procediéndose a 
su publicación en el Boletín Oficial correspondiente. En suelo ur-
bano o urbanizable sectorizado, implicará además, en su caso, la 
sustitución o fijación del sistema de actuación previsto para la eje-
cución de la unidad de ejecución por expropiación. 

b) La sujeción de todas las transmisiones que se efectúen en 
las reservas de terrenos a los derechos de tanteo y retracto previs-
tos en esta Ley en favor de la Administración que proceda. 

6. Mediante convenio de colaboración, los municipios y la Ad-
ministración de la Junta de Andalucía podrán acordar la gestión 
concertada de las reservas de suelo, pudiendo adquirirse bienes en 
reservas delimitadas por cualquiera de estas Administraciones.” 

J) El artículo 74 queda con el siguiente contenido: 

“Artículo 74. Incorporación al proceso urbanizador de los terre-
nos objeto de reserva para los patrimonios públicos de suelo. 

1. La incorporación al proceso urbanizador y la realización de 
cualesquiera actuaciones o actos en los terrenos y las construc-
ciones adquiridos por las Administraciones en las reservas esta-
blecidas conforme al artículo anterior requerirán la aprobación de 
los correspondientes instrumentos de planeamiento urbanístico 
regulados en esta Ley. Para la incorporación de las reservas en 
suelo no urbanizable será suficiente la revisión parcial del ins-
trumento de planeamiento general, pudiendo tener ésta como ob-
jeto dicha previsión. 

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, cuando la re-
serva de terrenos se haya establecido con la expresa finalidad de 
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contribuir a la protección o preservación de las características del 
suelo no urbanizable o de cumplir determinadas funciones estra-
tégicas de ordenación o vertebración territorial, el instrumento de 
planeamiento que ordene los terrenos deberá mantener su clasi-
ficación como suelo no urbanizable, con la categoría que les deba 
corresponder. 

2. En las delimitaciones de reserva de terrenos para el Patri-
monio Autonómico de Suelo sobre suelo urbanizable sectorizado, 
o en suelo no urbanizable cuando se haya establecido con la fina-
lidad expresada en el párrafo segundo del apartado anterior, la 
Consejería competente en materia de urbanismo podrá estable-
cerse como Administración actuante para la formulación, trami-
tación y aprobación de los instrumentos de planeamiento, así 
como para la ejecución de los mismos. 

3. Cuando las circunstancias del caso lo hagan necesario, las 
Administraciones públicas competentes para la delimitación de la 
reserva de terrenos podrán proponer a la Consejería competente 
en materia de urbanismo la reducción de los plazos previstos en 
esta Ley para la tramitación, ejecución y gestión de los instrumen-
tos de planeamiento, por el procedimiento de urgencia que se de-
termine reglamentariamente.” 

K) Se incorpora un nuevo apartado 4 al artículo 77, del si-
guiente tenor literal: 

“4. El procedimiento de constitución del derecho de superficie 
sobre suelos pertenecientes a los patrimonios públicos de suelo 
se regirá por lo dispuesto en el artículo anterior para los diversos 
supuestos.” 

Artículo 25. Efectiva ejecución de los instrumentos de planea-
miento y mecanismos para su ejecución directa. 

Para facilitar la ejecución de los instrumentos de planeamiento 
urbanístico y habilitar mecanismos para su ejecución de forma 
directa por medio de organismos o entidades públicas, se modifi-
can los artículos 89, 96, 108, 109,116 y 123 de la Ley 7/2002, de 
Ordenación Urbanística de Andalucía, en los siguientes términos: 

A) El artículo 89 queda con el siguiente contenido: 

“Artículo 89. Incumplimiento de los plazos. 

1. Una vez establecido el sistema de actuación conforme a lo 
dispuesto en el artículo 108 de esta Ley, el incumplimiento de los 
plazos previstos legitimará a la Administración actuante: 

a) En el sistema de compensación, para su sustitución por 
un sistema público de actuación, según se dispone en los artícu-
los 109 y 110. 

b) En los sistemas públicos gestionados de forma indirecta, pa-
ra la resolución del convenio regulador de la actuación urbanística. 

2. El transcurso del plazo establecido para la edificación o re-
habilitación habilitará al Ayuntamiento para su ejecución por sus-
titución, salvo que se acuerde la expropiación.” 

B) Se incorpora un nuevo apartado 2 al artículo 96, con la si-
guiente redacción: 

“2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, en el 
suelo urbanizable sectorizado y urbano no consolidado, a los efec-
tos del establecimiento del sistema de actuación, podrán efectuar-
se los actos jurídicos de ejecución necesarios, siempre que la 
unidad de ejecución haya sido delimitada y se haya procedido a la 
elección del sistema de actuación.” 

C) El actual apartado 2 del artículo 96 pasa a ser el nuevo 
apartado 3. 

D) El artículo 108 queda con el siguiente contenido: 

“Artículo 108. Elección y establecimiento del sistema de ac-
tuación. 

1. Las unidades de ejecución se desarrollarán por el sistema 
de actuación que la Administración actuante elija motivadamente 
atendiendo a las prioridades y necesidades del desarrollo del pro-
ceso urbanizador, la capacidad de gestión y los medios económi-
co-financieros con que efectivamente cuente la Administración y 
la iniciativa privada interesada en asumir la actividad de ejecución 
o, en su caso, participar en ella. 

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, la Administra-
ción actuante podrá acordar con los propietarios que representen 
más del cincuenta por ciento de la superficie de la unidad de eje-
cución, mediante convenio urbanístico, el sistema de actuación y 
su forma de gestión. 

2. El sistema de actuación quedará establecido: 
a) En el sistema de expropiación, con la aprobación de la rela-

ción de propietarios y descripción de bienes y derechos que se 
consideren de necesaria expropiación o con la resolución aproba-
toria del expediente de tasación conjunta, o, en su caso, con la ad-
judicación de la concesión al agente urbanizador. 

b) En el sistema de cooperación, con el acuerdo de iniciación 
del sistema. 

c) En el sistema de compensación, con la aprobación de la ini-
ciativa formulada por el propietario único, la suscripción del con-
venio urbanístico con la totalidad de los propietarios o con el 
otorgamiento de la escritura de constitución de la Junta de Com-
pensación.” 

E) Se incorpora un nuevo apartado 1 al artículo 109 con la si-
guiente redacción: 

“1. Cuando el sistema no haya quedado aún establecido y no 
exista iniciativa para su establecimiento, el municipio podrá susti-
tuir el sistema de forma motivada mediante el procedimiento de 
delimitación de unidades de ejecución.” 

F) Los actuales apartados 1, 2 y 3 del artículo 109 pasan a ser 
los nuevos apartados 2, 3 y 4, respectivamente, introduciéndose 
en los apartados 2 y 4 las siguientes modificaciones: 

a) El apartado 2 queda con la siguiente redacción: 
“2. La sustitución del sistema de actuación de compensación, 

una vez haya quedado éste establecido, por cualquiera de los sis-
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temas de actuación pública se acordará, de oficio o a instancia de 
cualquier persona interesada, en caso de incumplimiento de los 
deberes legales y de las obligaciones inherentes al mismo, previo 
procedimiento dirigido a la declaración de dicho incumplimiento 
y en el que habrá de oírse a todos los propietarios afectados.” 

b) Del apartado 4 se elimina la letra b). 
G) El artículo 116 queda con el contenido siguiente: 

“Artículo 116. Formas de gestión del sistema. 

La Administración actuante podrá optar en el sistema de ac-
tuación por expropiación entre: 

a) La gestión directa, pudiendo materializarse a través de cual-
quiera de las fórmulas previstas en el artículo 90.2 de esta Ley, o 
contratando la ejecución material de las obras a contratista o con-
tratistas seleccionados por los procedimientos previstos en la le-
gislación de contratos de las Administraciones Públicas 

b) La gestión indirecta, en la que concede la actividad de eje-
cución al agente urbanizador mediante la convocatoria del co-
rrespondiente concurso, con arreglo a lo dispuesto en esta Ley.” 

H) La letra B) del artículo 123 queda con el siguiente contenido: 
“B) La Administración actuante asume íntegramente la activi-

dad de ejecución, pudiendo optar para su desarrollo entre: 
a) La gestión directa, pudiendo materializarse a través de cual-

quiera de las fórmulas previstas en el artículo 90.2 de esta Ley, o 
contratando la ejecución material de las obras a contratista o con-
tratistas seleccionados por los procedimientos previstos en la le-
gislación de contratos de las Administraciones Públicas 

b) La gestión indirecta, en la que concede la actividad de eje-
cución al agente urbanizador mediante la convocatoria del co-
rrespondiente concurso, con arreglo a lo dispuesto en esta Ley.” 

Artículo 26. Protección de la legalidad urbanística. 

Para completar y mejorar la regulación de la protección de la 
legalidad urbanística, y hacer efectiva la intervención de la Admi-
nistración de la Junta de Andalucía en los supuestos de mayor 
gravedad, se modifican los artículos 31, 169, 179, 181, 182, 183, 
184, 188, 189, 195, 207, 208 y 210 de la Ley 7/2002, de 17 de di-
ciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía, en los siguien-
tes términos: 

A) Se añade un apartado 4 al artículo 31, con el siguiente texto: 
“4. En los casos de grave incumplimiento por los municipios 

en el ejercicio de competencias urbanísticas que impliquen una 
manifiesta afectación a la ordenación del territorio y urbanismo 
competencia de la Comunidad Autónoma de Andalucía, el Con-
sejo de Gobierno, con audiencia al municipio afectado, dicta-
men del Consejo Consultivo de Andalucía y previo informe favo-
rable del Parlamento de Andalucía, podrá atribuir a la 

Consejería competente en estas materias el ejercicio de la potes-
tad de planeamiento que corresponde a los municipios confor-
me al apartado 1 de este artículo. 

El Acuerdo del Consejo de Gobierno delimitará el ejercicio de 
dicha potestad necesario para restablecer y garantizar las com-
petencias afectadas, las condiciones para llevarlo a cabo, con la 
intervención del municipio en los procedimientos que se trami-
ten en la forma que se prevea en el mismo Acuerdo, y el plazo 
de atribución, que en ningún caso será superior a cinco años 
desde su adopción. Dicho Acuerdo se pronunciará sobre la sus-
pensión de la facultad de los municipios de firmar convenios de 
planeamiento a los que se refiere el artículo 30 de la presente 
Ley, atribuyendo la misma a la Consejería competente en mate-
ria de ordenación del territorio y urbanismo.” 

B) Al artículo 169 se incorpora un nuevo apartado 5 con el si-
guiente contenido: 

“5. Serán nulas de pleno derecho las licencias, órdenes de eje-
cución o los acuerdos municipales a los que hace referencia el 
apartado anterior, que se otorguen contra las determinaciones de 
la ordenación urbanística cuando tengan por objeto la realización 
de los actos y usos contemplados en el artículo 185.2 de esta 
Ley.” 

C) En el artículo 179.4, la letra e) queda con la siguiente re-
dacción: 

“e) Colaborar con las Administraciones competentes, así como 
hacer cumplir efectivamente las medidas cautelares y definitivas 
que, para el cumplimiento de la ordenación urbanística, aquéllas 
hayan acordado.” 

D) El apartado 2 del artículo 181 queda con el siguiente con-
tenido: 

“2. La notificación de la orden de suspensión podrá realizarse, 
indistintamente, al promotor, al propietario, al responsable o, en 
su defecto, a cualquier persona que se encuentre en el lugar de 
ejecución, realización o desarrollo, y esté relacionada con el mis-
mo. Practicada la notificación, podrá procederse al precintado de 
las obras, instalaciones o uso. 

De la orden de suspensión, se dará traslado a las empresas 
suministradoras de servicios públicos, con objeto de que inte-
rrumpan la prestación de dichos servicios.” 

E) El apartado 4 del artículo 181 queda con el siguiente conte-
nido: 

“4. El incumplimiento de la orden de suspensión, incluida 
la que se traslade a las empresas suministradoras de servicios 
públicos, dará lugar, mientras persista, a la imposición de su-
cesivas multas coercitivas por períodos mínimos de diez días y 
cuantía, en cada ocasión, del diez por ciento del valor de las 
obras ejecutadas y, en todo caso y como mínimo, de 600 eu-
ros. Del incumplimiento se dará cuenta, en su caso, al Minis-
terio Fiscal a los efectos de la exigencia de la responsabilidad 
que proceda.” 
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F) El apartado 2 del artículo 182 queda con la siguiente redac-
ción: 

“2. Cuando las obras pudieran ser compatibles con la ordena-
ción urbanística vigente, al suspenderse el acto o el uso o, en el 
supuesto en que uno u otro estuviera terminado, al apreciarse la 
concurrencia de alguna de las circunstancias señaladas en el 
apartado anterior, se requerirá al interesado para que inste la le-
galización en el plazo de dos meses, ampliables por una sola vez 
hasta un máximo de otros dos meses en atención a la compleji-
dad del proyecto, o proceda a ajustar las obras al título habilitante 
en el plazo previsto en el mismo.” 

G) El apartado 1 del artículo 183 queda con el siguiente conte-
nido: 

“1. Procederá adoptar la medida de reposición de la realidad 
física alterada cuando: 

a) las obras sean manifiestamente incompatibles con la orde-
nación urbanística, 

b) se inste la legalización y ésta haya sido denegada, 
c) se haya instado la legalización en el plazo concedido al efec-

to y de las actuaciones de instrucción realizadas en el procedi-
miento resulte la improcedencia legal de dicha legalización por 
disconformidad de los actos con las determinaciones de la legisla-
ción y de la ordenación urbanística aplicables.” 

H) Se incorpora un nuevo apartado 2 al artículo 183, con la si-
guiente redacción: 

“2. Las propuestas de resolución que se formulen en los pro-
cedimientos de restablecimiento del orden jurídico perturbado o 
de reposición de la realidad física alterada deberán incluir, cuan-
do proceda, las disposiciones sobre plazos y otras materias que se 
estimen precisas para la reposición, a costa del interesado, de las 
cosas al estado inmediatamente anterior a la apreciación de las 
circunstancias a que se refieren los artículos 181.1 y 182.1 de esta 
Ley, incluida la demolición o en su caso reconstrucción.” 

I) Los actuales apartados 2 y 3 del artículo 183 pasan a ser los 
nuevos apartados 3 y 4, respectivamente. 

J) El apartado 2 del artículo 184 queda con el siguiente con-
tenido: 

“2. En cualquier momento, una vez transcurrido el plazo que, 
en su caso, se haya señalado en la resolución de los procedimien-
tos de restablecimiento del orden jurídico perturbado o de reposi-
ción de la realidad física alterada, para el cumplimiento volunta-
rio de dichas órdenes por parte del interesado, podrá llevarse a 
cabo su ejecución subsidiaria a costa de éste; ejecución a la que 
deberá procederse en todo caso una vez transcurrido el plazo de-
rivado de la duodécima multa coercitiva.” 

K) El artículo 188 queda con la siguiente redacción: 
“1. En las actuaciones llevadas a cabo sin licencia u orden de 

ejecución, la Consejería con competencias en materia de urbanis-
mo, transcurridos cinco días desde la formulación del requerimien-
to al Alcalde para que adopte el pertinente acuerdo municipal sin 

que se haya procedido a la efectiva suspensión de dichas actuacio-
nes, podrá adoptar las medidas cautelares de suspensión previstas 
en el artículo 181.1 cuando los actos o los usos correspondientes: 

a) Supongan una actividad de ejecución realizada sin el ins-
trumento de planeamiento preciso para su legitimación. 

b) Tengan por objeto una parcelación urbanística en terrenos 
que tengan el régimen del suelo no urbanizable. 

c) Comporten de manera manifiesta y grave una de las afec-
ciones previstas en el artículo 185.2, b) de esta Ley. 

2. La Administración que haya adoptado la medida cautelar 
prevista en el apartado anterior lo pondrá inmediatamente en co-
nocimiento de la otra Administración, que deberá abstenerse de 
ejercer dicha competencia. 

3. Cuando se lleve a cabo alguno de los actos o usos previstos 
en el apartado 1, la Consejería con competencias en materia de 
urbanismo, transcurrido sin efecto un mes desde la formulación 
de requerimiento al Alcalde para la adopción del pertinente 
acuerdo municipal, podrá adoptar las medidas necesarias para la 
reparación de la realidad física alterada. Todo ello sin perjuicio de 
la competencia municipal para la legalización, mediante licencia, 
de los actos y usos, cuando proceda. 

4. El transcurso de los plazos citados en los apartados 1 y 3, 
sin que sea atendido el correspondiente requerimiento, dará lu-
gar, además, a cuantas responsabilidades civiles, administrativas y 
penales se deriven legalmente.” 

L) Al artículo 189 se incorpora un nuevo apartado 4 con la si-
guiente redacción: 

“4. La suspensión administrativa de la eficacia de las licen-
cias conllevará la suspensión de la tramitación de las de ocupa-
ción o primera utilización, así como de la prestación de los ser-
vicios que, con carácter provisional, hayan sido contratados con 
las empresas suministradoras, a las que deberá darse traslado 
de dicho acuerdo.” 

M) El apartado 1 del artículo 195 queda con la siguiente re-
dacción: 

“1. La competencia para iniciar y resolver los procedimientos 
sancionadores corresponde: 

a) Al Alcalde del correspondiente municipio o al concejal en 
quien delegue. 

b) A la Consejería competente en materia de urbanismo cuando 
el acto o uso origen del expediente sea de los contemplados en los 
párrafos a), b) o c) del artículo 188.1 de esta Ley, previo requeri-
miento al Alcalde para que en el plazo máximo de quince días inicie 
el correspondiente procedimiento sancionador, sin que dicho re-
querimiento hubiera sido atendido, o, directamente, cuando la ci-
tada Consejería hubiese adoptado la medida cautelar de suspensión 
de conformidad con lo previsto en el artículo 188 de esta Ley. 

El transcurso del citado plazo de quince días, sin ser atendido, 
dará lugar, además, a cuantas responsabilidades civiles, adminis-
trativas y penales se deriven legalmente. 



Pág. núm. 12.704 Andalucía, 27 de mayo de 2005 BOPA núm. 206 
 

 

Boletín Oficial del Parlamento de Andalucía 

Asimismo, le corresponderá la competencia cuando los actos 
constitutivos de la infracción se realicen al amparo de licencia o, 
en su caso, en virtud de orden de ejecución, que hayan sido anu-
ladas a instancia de la Administración Autonómica.” 

N) Al artículo 207.3 se incorpora una nueva letra d) con el si-
guiente contenido: 

“d) La ejecución, realización o desarrollo de actos de parcela-
ción, urbanización, construcción o edificación e instalación, o 
cualquier otro de transformación del uso del suelo, que sean con-
trarios a la ordenación territorial o urbanística.” 

Ñ) En el artículo 207.4. C), la letra a) queda con el siguiente 
contenido: 

“a) Suelos no urbanizables de especial protección o incluidos 
en la zona de influencia del litoral.” 

O) El apartado 1 del artículo 208 queda con el siguiente con-
tenido: 

“1. Las sanciones por la comisión de infracciones urbanísticas 
son las multas que para cada tipo específico se prevén en el Capí-
tulo III de este mismo Título o, cuando la conducta infractora no 
sea objeto de tipificación específica, la establecida en el apartado 3 
de este artículo para los tipos básicos descritos en el artículo 207 
según la clase de infracción de que se trate, teniendo en cuenta, 
en ambos casos, las reglas establecidas para la exigencia de la 
responsabilidad sancionadora y la aplicación de las sanciones.” 

P) El apartado 3 del artículo 208 queda con el siguiente conte-
nido: 

“3. Sin perjuicio de la aplicación de lo dispuesto en el apartado 
anterior y salvo que la infracción constituya uno de los tipos espe-
cíficos del Capítulo III de este Título, las infracciones urbanísticas 
serán sancionadas con las siguientes multas: 

a) Infracciones leves: multa desde 600 euros hasta 2.999 euros. 
b) Infracciones graves: multa desde 3.000 euros hasta 5.999 

euros. 
c) Infracciones muy graves: multa desde 6.000 euros has-

ta 120.000 euros.” 
Q) El apartado 1 del artículo 210 queda con el siguiente con-

tenido: 
“1. El plazo de prescripción de las infracciones urbanísticas 

comenzará a computarse desde el día en que la infracción se haya 
cometido o, en su caso, desde aquél en que hubiera podido in-
coarse el procedimiento. A este último efecto, se entenderá posi-
ble la incoación del procedimiento sancionador desde el momen-
to de la aparición de signos externos que permitan conocer los 
hechos constitutivos de la infracción, y nunca antes de la comple-
ta terminación de los actos. 

En los supuestos de actos constitutivos de una infracción ur-
banística que se realicen al amparo de aprobación, licencia pre-
ceptiva u orden de ejecución, el plazo de prescripción empezará a 
computarse desde el momento de la anulación del título adminis-
trativo que los ampare.” 

Disposición adicional primera. Titularidad del Patrimonio 
Autonómico de Suelo. 

La titularidad del Patrimonio Autonómico de Suelo correspon-
derá, a todos los efectos, a la Empresa Pública de Suelo de Anda-
lucía. 

Disposición adicional segunda. Viviendas de protección ofi-
cial de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre. 

Las referencias que se contienen en la Ley 7/2002, de 17 de 
diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía, a viviendas 
de protección oficial u otros regímenes de protección pública se 
han de entender hechas a la denominación y concepto de vivien-
da protegida que se regula en la presente Ley. 

Disposición adicional tercera. Plan Andaluz de Vivienda y 
Suelo 2003-2007. 

Las referencias que se contienen en la presente Ley a la regula-
ción por los correspondiente planes de vivienda y suelo se entende-
rán hechas al actual Plan Andaluz de Vivienda y Suelo 2003-2007 
aprobado por Decreto 149/2003, de 10 de junio, modificado por 
el Decreto 463/2004, de 10 de junio, o Plan que lo sustituya. 

Disposición adicional cuarta. Actualización de las sanciones 
en materia de vivienda protegida. 

Se habilita al Consejo de Gobierno para actualizar el importe 
de las sanciones económicas establecidas en el artículo 21 de la 
presente Ley. 

Disposición adicional quinta. Creación del Cuerpo de Inspec-
ción de Ordenación del Territorio, Urbanismo y Vivienda. 

1. Se crea, dentro del Grupo A configurado en la disposición 
adicional quinta de la Ley 6/1985, de 28 de noviembre, de Orde-
nación de la Función Pública de la Junta de Andalucía, el Cuerpo 
de Inspección de Ordenación del Territorio, Urbanismo y Vivienda 
de la Junta de Andalucía para ejercer las funciones de inspección 
de ordenación del territorio, urbanismo y de vivienda que sean 
competencia de la Administración de la Junta de Andalucía, en los 
términos que se le atribuyan reglamentariamente. 

2. El ingreso en el referido Cuerpo será por oposición entre 
Doctores, Licenciados, Ingenieros, Arquitectos o equivalentes. 

Excepcionalmente, la primera convocatoria se podrá cubrir 
por concurso de méritos entre funcionarios pertenecientes a 
Cuerpos, Escalas, Clases o Categorías integrados en el Grupo A 
de las distintas Administraciones Públicas. 
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3. Los inspectores de ordenación del territorio, urbanismo y 
vivienda de la Junta de Andalucía, en el ejercicio de sus funciones, 
tendrán la consideración de agentes de la autoridad, con las facul-
tades y protección que les confiere la normativa vigente. 

El personal inspector estará provisto de la correspondiente 
acreditación, con la que se identificará en el desempeño de sus 
funciones. 

Cuando lo consideren preciso, los inspectores de ordenación 
del territorio, urbanismo y vivienda de la Junta de Andalucía po-
drán recabar, en el ejercicio de sus funciones, el apoyo, concurso, 
auxilio y protección que necesiten de otras Administraciones Pú-
blicas. 

Disposición transitoria única. Aplicación del artículo 10.1.A b) 
de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre. 

1. La localización de las reservas de terrenos con destino a 
viviendas de protección oficial u otros regímenes de protección 
pública a las que hace referencia el artículo 10.1.A) b) de la 
Ley 7/2002, de 17 de diciembre, será exigible desde la entrada 
en vigor de esta Ley, en los supuestos y forma establecidos en el 
artículo 23 de la misma, a todos los nuevos sectores que se de-
limiten en suelo urbanizable no sectorizado. 

2. Esta determinación será igualmente de aplicación a los Pla-
nes Parciales de Ordenación que desarrollen sectores ya delimita-
dos en los instrumentos de planeamiento general vigentes, estu-
vieren éstos adaptados o no a la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, 
si su aprobación inicial se produce con posterioridad al 20 de 
enero de 2007. 

Disposición derogatoria única. Derogación normativa. 

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior 
rango se opongan a lo dispuesto en la presente Ley y, en particu-
lar, el Decreto 202/2003, de 8 de julio, por el que se define el 
concepto de vivienda protegida a los efectos de la Ley 7/2002, 
de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía. 

Disposición final única. Habilitación normativa. 

Se faculta al Consejo de Gobierno para dictar las disposiciones 
necesarias para la aplicación y desarrollo de la presente Ley. 
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Boletín Oficial: 

Colección de los Boletines Oficiales del Parlamento de Andalucía publicados en cada legislatura y reproducidos en 
formato PDF. Actualmente están disponibles en CD-ROM las cinco primeras legislaturas y en DVD la sexta legis-
latura. 
Estudio estadístico y clasificación de las iniciativas parlamentarias publicadas. 
Información complementaria sobre la sede del Parlamento, los órganos de la Cámara andaluza y la Administración 
parlamentaria. 

Diario de Sesiones: 

Colección de los Diarios de Sesiones de Pleno y Comisiones, series A y B de la VI legislatura en formato PDF. 
Próximamente estarán disponibles los CD-ROM de las anteriores legislaturas 

Colección legislativa: 

Anales del proceso autonómico, acompañados de algunas de las imágenes más significativas de aquellos históricos 
acontecimientos. 
Descripción de la sede del Parlamento de Andalucía, incluyendo una breve historia del Hospital de las Cinco Llagas 
con imágenes de su fachada, el Salón de Plenos y  patios interiores. 
Relación de los órganos parlamentarios y sus miembros en cada una de las seis legislaturas transcurridas. 
Recopilación actualizada de las leyes aprobadas por el Parlamento de Andalucía hasta el día de hoy. Cada ley contie-
ne una sinopsis que incluye datos sobre su aprobación y publicaciones e información, en su caso, sobre posteriores 
modificaciones o si han sido objeto de algún recurso de inconstitucionalidad. Y a través de notas a pie se proporciona 
información sobre las modificaciones puntuales que ha tenido el texto normativo. 
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El Servicio de Publicaciones Oficiales es el encargado de editar el Boletín Oficial y el Diario de Sesiones 
del Parlamento de Andalucía. En el ámbito de la página web institucional de la Cámara andaluza Vd. 
podrá encontrar la siguiente información en relación con estas publicaciones oficiales: 

 
Boletines Oficiales del Parlamento de Andalucía 

Secciones del BOPA 

Diario de Sesiones de las Sesiones Plenarias 

Diario de Sesiones de las Comisiones Permanentes Legislativas – Serie A 

Diario de Sesiones de las Comisiones Permanentes no Legislativas – Serie B 

Índices de Plenos 

Índices de Comisiones 

Índices y Estadísticas de la actividad parlamentaria 

Colección legislativa 

Textos Legales en tramitación 

Textos aprobados 
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